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Pcstinos.—Orden de 20 de diciembre de 1954 por la que se
dispone pasen, a los destinos que se indican los Alféreces
de Navío de la Reserva Naval Activa que se citan.—Pá
gina 2.103.
CUERPO DE SUBOFICIALES Y ASIMILADOS
Destinos.—Orden de 20 de diciembre de 1954 por la que se
dispone embarque en el buque-escuela Ga/atea - el Sargento
Fogonero D. Manuel Vergara Castro.—PJ'tgina 2:103.
Pcrinutas de destino.—Orden de .20 de diciembre de 1954 por
la que se concede permuta en sus actuales destinos a los
Sargentos Fogoneros D. Benigno Picos Villar y D. Anto
nio López Rodríguei—Página 2.103.
RESERVA -NAVAL
Ingreso definitivo en la. Reserva Araval.—Orden de- 20 de di
ciembre de 1954 por _la que se nombra Mecánico Mayor y
Radiotelegrafista Mayor de la Reserva Naval, respectiva
mente, a. los provisionales D. luan Ramírez ¡caza y don.
Luis Corcuera Corcuera:—Página 2.103.
PERSONAL VARIO
Ayudantes Insiructores.:—Orden,de 20 de diciembre de 1954
por la que se nombra Ayudante Instructor para los cursos
ir>tensivos dç .inglés al Auxiliar segundo del C. A. S. 7F. A.
(Electricista) don José Rodríguez Fernández.—Pág. 2.103.
. JEFATURA DE INSTRUCCION
CUERPOS PATENTADOS •
Tribunales de exámenes.—Orden de 20 de diciembre de 1954
por la que se -dispone _queden constituidos en la forma que
se indica los Tribunales para los exámenes de ascenso del
-
personal de Soldados .y Cabos segundos Especialistas de
Infantería de Marina convocados por Orden Ministerial
de 14 de octubre de 1954.—Página.
Cursos de esPecialización en la Escuela Central de Educación
Física de Toledo.—Orden de 20 de diciembre de 1954 por/
la que se amplía la Orden Ministerial de 27 de septiembre
de 1954 (D. O. núm. 222) relativa a dicho curso.—Pa
gina 1104.
ombramientos.—Orden de 20 de dicie.mbre de 1954 por la
que se nombra Alféreces-Alumnos del Cuerpo de Inter
vención de la Armada a los opositores D. José Luis Man
zano \Terca y D. Znrique Moréu Curbera.—Página 2.104.
ESCALAS DE COMPLEMENTO
Nombramientos.—Orden de 20 de diciembre de 1954 por la





ciales provisionales de las Escalas de Complemento que se




A-ombramiento y prácticas. — Orden de -20 de diciembre
de 1954 por la que se nombra Oficiales provisionales de
la Escala de Complemento de los Cuerpos de la Armada
que se expresan a los Cabos primeros que se mencionan,
que deberán efectuar ,las prácticas reglamentarias.—Pági
na 2.105.
Otra de 20 de diciembre de 1954 por la que se nombra Con
destable segundo provisional de la Escala de Complemen
to al Cab-o primero D. Esteban Ramoneda Corominas, que
deberá efectuar las prácticas reglamentarias.—Pág. 2.105.
JEFATURA SUPERIOR DE CONTABILIDAD
Bonificación del 20 por 100 del sueldo por •permanencia en
submarinos.—Orden de -20 de diciembre de 1954 por la
que se reconoce derecho al percibo de .dicha bonificación
al Torpedista primero D. ,Ramón López Méndez.—Pági
na 2.105.
Beneficios económicos.—Orden de 20 de- diciembre de 1954
por la que se conceden beneficios económicos al Músico de
segunda clase de Infantería de Marina :losé Hermida Sán
chez.—Páginas 2.105 y 2.106. ,
, RECOMPENSAS
Cruz del Mérito Naval.----Orden de 20 de diciembre de 1954
.por la que se concede la Cruz -del Mérito Naval de pri
•
mera clase, -con distintivo blanco, al Primer Maquinista
Naval D. Antonio. Puig Amengual.—Pagina 2.106.
Medalla dr Sufrimientos por la Patria.—Orden de 20 de di
ciembre de 1954 por la que se concede la Medalla de Su
frimientos_ por la Patria al Capellán primero de la Arma
da D. Abilió Piédrola Gastón.—Página 2.106.
Otra de 20 de diciembre de 1954 por la que se concede la
Medalla de Sufrimientos por la Patria al Condestable pri
mero D. Rafael Balderas Moraga.—Página 2.106.
Otra de 20 . de diciembre de 1954 por la que se concede la'
Medalla de Sufrimientos por la Patria al, Torpedista Ma
yor D. Salvador Donato Alonso.—Página 2.106.
INSTITUTO ESPAÑOL DE OCEANOGRAFIA
Siinaciones..—Orden de 20 de diciembre de 1954 por la que
se dispone pase a la situación de "servicio activo" el Ayu
dante de Laboratorio del Instituto Español de Oceanogra
fía D. Ricardo Salcedo Gumucio.—Página 2.106.
ORDENES DE OTROS MINISTERIOS
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO
Conclusión a la Orden de 6 de diciembre de 1954- por la que
se anuncian las vacantes puestas a disposición de la Junta
Calificadora de aspirantes a destinos civiles y que consti
tuyen el Concurso número 10.—Páginas 2.107 y 2.108. -
Página 2.078. DIARIO OFICIAL DEL MINISTERIO DE.MARINA
•1-1= ei A ir I I Ire% IFINk 1.1111
MEM M umm UCL, ebTADO
ittr
Número 291
LEY de 16 de diciembre de 1954 sobre expropiación forzosa.
I. Justificación de la reforma y nuevo ámbito legal de la expropiación.
La expropiación forzosa contempla el supuesto en que, decidida la colisión entre el interés público yel privado, en consideración -a- la lógica preválencia del primero, resulta obligado arbitrar el procedirnient-ulegal adecuado para promover , jurídicamente la transmisión imperativa del derecho expropiado y parahacer, cónsecuentemente, efectiva en favor del particular la justa indemnización correspondiente. Implicando la expropiación un resultado ,,jurídico siempre idéntico, las modificaciones de sus bases legislativas proceden fundamentalmente, ya de la concepción más o menos amplia del campo a que el interéspúblico se extiende, ya de los progresos técnicos que permiten perfeccionar el procedimiento calculado, y esto, de un lado, a fin de que encuentren satisfacción las exigencias de la eficacia administrativa,y de otro, para hacer efectivas las garantías del particular, así en el orden de la defensa contra una.expropiación irregular, como en el del reconocimiento y pago de la justa indemnización que por .principio se reconoce.
La simple indicación de que la expropiación forzoáa se rige en nuestro país por una Ley promulgada en diez de enero de mil ochocientos setenta y, nueve justifica sobradamente la. preocupación entorno a un posible y grave desajuste entre el orden, real de fines y medibi's que enmarca hoy --casi setenta y cinco arios más tarde— la
_
acción de la Administración y el sistema de preceptos que integranla normativa vigente. Verdad es que la subsistencia prolongada •de una Lev de orden básico no es de
suyo argumento contra su calidad técnica y ni siquiera contra su validez políticolegal ; pero aquéllay ésta están dominadas por el supuesto de que permanezcan relativamente incólumes la configuraciónde los inteieses en juego y los principios fundamentales que a la Ley sirven de premisas obligadas.En cuanto a la expropiación forzosa se refiere, el más somero análisis de los factores de varia índole que hay que considerar tras el bosquejo' técnico de la institución pone de manifiesto la generaldesarticulación de las circunstancias políticas, administrativas v de,- todo otro orden que sirVieron deplataforma a la Ley hasta ahora vigente. En orden a la flexibilidad, agilidad y eficacia que dicha Leypermite a la Administración, siquiera no sea éste el aspecto más imperrtanie que la actual situaciónsuscita, es suficiente recordar cómo mediante la Ley de siete de octubre de mil novecientos treinta y
nueve hubo de improvisarse, un tanto bajo el apremio- de circunistancias de excepción, un procedimiento de urgencia, a fin de conseguir evitar que la utilizaCión de mecanismos legales fuera de fase pusieratrabas o entorpeciera la acción administrativa impulsada al ritmo exigido por la urgencia de lá reconstrucción nacional. Pero la Ley de mil novecientos treinta y nueve, que de cualquier modo ha sido
un acierto innegable de política legislativa que aún puede ciar buenos frutos, eludió conscientemente
los problemas capitales que la expropiación plantea, no sólo cuando se pretende la actualización del in
terés público, sin otras demoras que las inevitables, sino, sobre todo, cuando una concepción más justa,desde el punto de vista social de la estructura económica, altera sensiblemente la base técnica de la
expropiación v los procedimientos valorati-vos de la indemnización. Eí hecho de que el legislador,
:consciente de las obligadas limitaciones de la Ley de mil novecientos treinta y nueve, no haya promovido hasta ahora la reforma es sólo indicio de la magnitud de los problemas que implica ; mas, al
propio tiempo, el reiterado uso que de la ,.autorización de urgencia se ha hecho en los últimos años
viene a poner de- manifiesto la deficiencia con que la norma aún en vigor sirve a las exigencias del
momento.
Desde mil ochocientos setenta y nueve no es exagerado afirmar que las bases políticas, sociales, eco
nómicas y de toda otra índole, condicionantes de la acción de Gobierno, han experimentado desplaza
mientos tan significativos, que toaas las instituciones del Derecho Administrativo clásico, aun sin re
sultar deformadas en su esquema 'técnico, han tenido que ser • readaptadas convenientemente, a fin de
poder operar con ellas como medios idóneos al servicio de tina acción administrativa de signó e inten
sidad muy diferentes a los que se consideraron óptimos en la época en que surgió. `Con respecto a la
expropiación, esto viene a ser tanto más apremiante precisamente por cuanto por definición en el grado
que significa un considerable Sacrificio del interés privado, resulta el* punto donde inmediatamente re
percuten las crecientes exigencias del interés público.
Sobre el radio de acción que a la expropiación fijaba el orden político liberal, ha venido a actuar,
en primer término, el principio que expresa la conciencia social del nuevo Estado y que hoy se pro
yecta sobre toda su obra legislativa. El artículo diez de la Constitución de mil ochocIntos setenta y
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seis, del que el artículo primero de la hasta ahora vigente Ley de Expropiación trae su principia de
autorización, se expresa en los términos de que "...nadie podrá ser privado de su propiedad, sino por
autoridad competente y por causa justificada de utilidad pública, previa siempre la correspondiente in
demnización". El .artículo treinta y dos del Fuero de los Españoles, de diecisiete de julio dé mil nove,
cientos cuarenta y cinco, eisí su párrafo segundo. amplía significativamente .el principio, sin perjuicio de
conseguir una más rígida formulación de los límites de legalidad.-_"Nadie podrá —dice! ser expro
piado, sino por causa de utilidad pública o de interés social, previa la corresponcli¿ite indemnización,
v de conformidad con lo dispuesto en las leyes.- Al Consagrar la wropiación por interés s.ocial, la
Ley fundamental viene a incorporar jurídicamente una concepción que, habiendo superado
el agrio in
dividualismo del sistema jurídico de, la propiedad privada de la economía liberal, viene a entender
implícita. tras toda relación de dominio, una función social de la propiedad. Consecuentemente,
la ex
propiación tiene ahora que ser configurada desde esta nueva perspectiva, a fin de brindar a
la 'Admi
nistración medios aptos ,para hacer \ efectivo el principio contenido en el estatuto fundamental de dere
chos y deberes /de los españoles.
Esta concepción más amplia de la expropiación ha sido proyeCtada sobre la legislación hoy en vigor,
al menos 'en aspectos parciales. Toda la legislación del nuevo Estado en materia de colonización, ma
teria tan sensible a las urgencias del interés social. está inspirada en este giro tan significativo. 'Se ha
estimado que la Ley no estaría a la altura de los Principios que hoy conforman nuestra legislación, de
plantear sus problemas desde el ángulo visual agosto que da perspectiva a la de
mil oClocientos
setenta y nueve.' Consecuentemente. se ha desarrollado, con la precisión posible, aquella fundamental
distinción entre la
"
expropiación de utilidad pública Y la expropiación de interés social del artículo
treinta y dos del Fuero de los Españoles, y se ha generalizado, con las garantías formales obligadas,
la posibilidad —insólita en 'él concepto clásico de la expropiación— de referir sus beneficios a particu
lares, por razones de interés social.
Mas junto a este ensanchamiento del. campo de fines, el ámbito de la expropiación debía ser con7
siderado de nuevo, en forma que pudiera acoger 1s ampliaciones 'tan notables' que ha experimentado
al amparo de la legislación especial, en orden al objeto expropiable y a la índole de los intereses afec
tados por el sacrificio, y llamados, por eine, a ser •tenidos en cuenta en la indemnización. Baste aludir
a la expropiación de participaciones en el capital social, expropiación de explotaciones afectadas por
la acción del Estado sobre la .economía, por exigencias -de la gestión de los servicios públicos, al pre
ferirse establecerlos bajo el l'a.trón de la naciondización, nfunicipalización o provincializadón. Por otra
parte, junto a la expropiación típica han surgido figuras como el consorcio o el arrendamiento for
zoso, `en las que sé aprecia la nota cornún de la satisfacción del interés público por tuaa acción impe
rativa sobre el aprovechamiento del bien objeto de la misma, que no llega a ser tan radical y enérgica
que alcance a la transmisión obligada de la propiedad, pero que implica una limitación Mdividualizada
del dominio a la que hav que buscar su adecuada y justa compensación. También los casos en que la
acción .administrativa exige la expi opiación de grandes zonas requerían el arbitrar un procedimiento
para hacer aquélla efectiva dentro de una tramitación unitaria.. En cónsecuencia,. la Lev refleja una
concepción de la expropiación, según la cual debe ser el estatuto legal básico de todas 'las formas de
acción administrativa que impliquen una lesión individimlizada de los contenidos económicos del dere
clic del particular por razones de interés gen2ral, y como- tal se estructura, sin perjuicio del obligado
respeto a las peculiares características de cadg. figura en particular.
'Llevando este principio •a sus lógicas consecuencias, se ha intentado, finalmente, llamar "la atención
sobre la oportunidad que está Ley ofrece, y que no debiera malograrse, de poner remedio a una de las
más .graves deficiencias de nuestro régimen jurídicoadmínistrativo, cual -es la ausencia de una pauta legal
idónea, que permita hacer efectiva la responsabilidad por daños causados por la Administración. Bajo
el imperio de criterios jurídicoadministrativos - que habían caducadó va cuando fueron adoptados por
nuestro ordenamiento, los límites técnicos dentro de los cuales se desenvuelve entre nosotros la respon
sabilidad por daños deja AdministraciO, resliltan hoy tan angostos,, por no decir prácticamente pro
hibitivos, que los resultados de, la actividad administrativa, que lleva .consigo una inevitable secuela acci
dental de 'daños residuales y una constante creación de _riesgos, revierten al azar sobre un patrimonio
particular en verdaderas injusticias, amparadas por un injustificado privilegio de exoneración. Se ha
estimado que es esta una ocasión ideal para abrir, al menos,' una brecha en la rígida base legal que,
perjudicando el interés general, no puede proteger intereses de la Administración insolidarios con aquél,
COMO Sin más ha venido a demostrar la legislación de régimen local vigente al • incorporar, en esta im
portante materia, los criterios más progresivos sugeridos por la legislación comparada y la doctrina cien
tífica. Se ha entendido 'así, no sin hacerse .cargo de 'que la Ley de Expropiación no puede ser, desde
luego, la base normativa en que se integren todos los preceptos jurídicos rectores a este respecto, pero
sí, al menos, una norma que puede muy bien recoger una serie de supuestos realmente importantes,
en los que, al margen de un estrecho dogmatismo académico, cabe apreciar siempre el mismo fenómeno
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de lesión de un interés patrimonial privado, que, aun cuando resulte obligada por exigencias dé1 interés o del orden público, no es justo que sea soportada a sus solas expensas por el titular del bien jurídico dañado.
Unicamente edificando sobre esta amplia base, y dominándola .desde una preocupación de eficacia,puede la Administración española contar con un instrumento capaz para que su acción- no resulte frenada por la figidez de concepciones dogmáticas de las relaciones jurídico-privadas, y al propio tiempopara que no quede' sin su justa compensación la lesión acarreada, siquiera sea por motivos fundados,al particular. Es claro, pues, que desde tal punto de vista ha de considerarse el contenido del artículoprimero,- es meramente una norma delimitadora del campo objetivo de aplicación a que la Ley seextiende, y_ no una expresión conceptual de la figura jurídica de la expropiación.
II. Procedimiento.
junto a la preocupación por alcanzar los horizontes actuales de, la expropiación, ha sido concebida laLey bajo el signo de la eficacia. Se ha tenido en cuenta, ante todo, que el imperativo del interés públicoque gobierna tOda la institución no se agota en la transmisión imperativa del derecho o bien expropiado, sino que da por supuesto que esto ha de conseguirse en plazo que no perjudique la oportunidadde la medida. Las dificultades en este orden proceden de que, por otra Darte, la Ley de expropiaciónha de concebirse en forma que proporcione al particular interesado un adecuado sistema de garantías, lo'que exige medios procesales proporcionados. Una solución simplista, que sacrifique este' último aspecto,viene a ignorar el hecho de que aquí no luchan él interés público, que impulsa a consumar la expropiación, y el interés privado, que tiende a demorarla. Planteada de esta forma la oposición de intereses,no se ofrecería duda acerca -del criterio llamado a prevalecer. Mas, en realidad, el legislador ha de arbitrar aquí ,entre las exigencias de ritmo de la ejecución de la obra o servicio y las de no menor interéspúblico, ni inferior rango, de conseguir la justa indemnización que por pfincipio se reconoce al particular afectado.
La Ley procura eliminar todos los obstáculos procesales que pudieran alzarse, siquiera sea lateralmente, contra el hecho de la expropiación ; modera los utilizables contra la necesidad de ocupación y,finalmente, tiende a asegurarse contra un empleo malicioso de los medios reconocidos, evitando su 'utilización con ánimo meramente perturbador. Un análisis, siquiera sea somero, de nuestra, actual situaciónlegislativa, en relación con los supuestos de esta Ley, resulta sumamente esclarecedor en este punto.La Ley der 1879 adopta la estructura de cuatro períodos : declaración de utilidad pública, necesidadde ocupación, jutiprecio, pago y toma de posesión. Estos cuatro períodos corresponden a los cuatro mo
mentos lógicos que cabe descubrir en la operación jurídico-administrativa, que lleva consigo : a). su autorización ; b) su aplicación a un bien o derecho en concreto ; c) la fijación de la indemnización, y d) laconsumación de la relación que se establece entre la Administración y el expropiado por el pago y latoma de posesión. Pero desde el punto de vista de los intereses protegidos al concebir el procedimiento,cabe . hacer la distinción de que mientras la declaración formal de legalidad de la medida desarrolla el
principio general que. exige la actuación regular de los órganos de la Administración, los demás requisitos de actuación protegen al particular ya individualizado contra una lesión jurídica excesiva deri
vada de la expropiación. Así, pues, cabe aligerar la formalización del requisito de legalidad, en el grado
que sea posible entender implícita la autorización en un acto previo de un órgano jurídicamente competente, pero, en cambio, deben dejarse intactas las garantías de protección de derecho del particular, sin
perjuicio de una ágil técnica procesal. Estos criterios han servido de orientadores en la redacción de
la Ley, como comprueba el examen en concreto del procedimiento adoptado.
A) _ Declaración de utilidad pública o de interés social.
3k1Ya la Ley de mil ochocientos setenta y nueve había aliviado la producción de este requisito, para el
que el artículo diez exigía forma, de ley, al exceptuar de la formalidad, en el artículo once, a las obras
que se llevasen a cabo con arreglo a las prescripciones del Capítulo II de la Ley de Obras Públicas, las
comprendidas en los planes generales, provinciales y municipales mencionados en dicha Ley, todas aque
llas cuya ejecución hubiere sido autorizada por una Ley, las designadas en las Leyes especiales que se
mencionan, todas las de policía urbana, y en particular las de ensanche y reforma interior de las poblaciones. El criterio de la Ley es que deben agotarse las posibilidades de entender implícYta la autorización
para expropiar, en el cumplimiento de los requisitos que condicionan la aprobación del proyecto de obra
o servicio como decisión administrativa, en la medida en que tales requisitos. tengan idéntica relevancia
jurídica y administrativa que la propia declaración de utilidad. A este criterio responden los preceptos
que integran el Capituló I del Título II. Estas normas son expresión del lógico principio de que en el
grado en que los requisitos establecidos en cada caso para la autorización de obras y servicios, aseguran
su oportunidad y conveniencia, ya en sí, ya- desde- el punto de vista del gasto público, implican que Su
6
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ejecución es de utilidad pública, desde el momento en que no hay posibilidad de establecer sobre bases
jurídicas una distinción dentro del concepto de utilidad pública, de tal sentido que en algún caso moviera
a no llevaii a cabo la ara o el servicio para no herir el interés patrimonial del particular.
En cuanto a la .expropiación de bienes. muebles, se mantiene en todo su rigor el principio de la de
claración ex lege de la utilidad pública, salvando también el supuesto de que, tratándose de determina
das categorías de bienes, hubiera declara do con anterioridad una Ley la posibilidad en abstracto de su
expropiación por razones de utilidad pública, supuesto en el que para la expropiación en concreto el
requisito se entiende producido por , et acuerdo del Consejo de Ministros. Asimismo, el principio y la
salvedad se hacen extensivos a los supuestos de expropiación por interés social a que la Ley abre paso.
B) Necesidad de ocupación de bienes o de adquisición de derechos.
En este punto, la experiencia de la Ley de mil ochocientos setenta y nueve tenía que valorarse desde
los resultados de la Ley de siete de octubre de mil novecientos treinta y nueve. En síntesis, esta Ley
integra, en la declaración de urgencia, expedida por Decreto aprobado en Consejo de Ministros: la nece
sidad de ocupación, y dejando indemne el procedimiento general para los periodos tercero y cuarto de la
expropiación, habilita uno sumario integrado por la notificación a los propietarios y titulares de los de
rechos afectados, acta previa a la ocupación, depósito sobre bases tasadas y ocupación de inmuebles, trá
mites que se llevan a cabo en plazos muy rigurosos y que en total no exceden de dieciocho o veintidós
días, según los casos. justificada esta Ley en las circunstancias de excepción en que surgió, no puede
ser generalizada sin grave- dettimento de garantías del máximo interés. El legislador la consideró desde
su promulgación como un instrumento normativo de utilización excepcional por razones de urgencia, ya
que para todos los demás supuestos se mantuvo el pleno vigor de la Ley de mil ochocientos sententa y
nueve.
Se ha estudiado tanto la conveniencia de generalizar los criterios de esta Ley como la de derogarla,
excluyendo la dualidad de procedimientos : uno de carácter ordinario, y otro aplicable previa la decla
ración de urgencia. Las dos posibilidades han sido rechazadas por las 'razones que seguidamente se ex
ponen.
La apreciación acerca de Si es o no necesaria la ocupación de un bien en concreto es una garantía
fundamental para el particular. La declaración de utilidad pública explícita o implícita garantiza la con
currencia del interés general, que -viene a justificar la expropiación, pero no entra ni de lejos en apre-_
ciación alguna acerca de la -necesidad de que para llevarlo a cabo se ocupe un bien determinado con
preferencia a otro. Ciertamente, la Administración puede tomar como referencia el proyecto y los re
planteos afectados, pero no siempre constarán con la precisión obligada los derechos e intereses afec
tados. En todo caso,. es preciso dar una intervención al interesado, cuando menos para conseguir una in
demnización suficiente desde el punto de vista jurídico del bien o derecho afectado.
Pero aun cuando la Ley se ha inspirado en lo posible en la de mil novecientos treinta y nueve, incor
porando sus criterios y construyendo los esquemas procesales a la vista de esa notable experiencia legis
lativa, se ha estimado que el proceder por- ello a la derogación pura y simple de dicha Ley, suprimiendo
el procedimiento de urgencia, hubiera sido forzar la solución al amparo de razones de pura técnica legal,
adoptando una ,1Rage legislativa rígida, capaz de servir de freno o de contención a la acción administra
tiva que puede ser solicitada por las, necesidades con imperativos de la máxima urgencia.' Se ha optado,
pues, por incorporar prácticamente la Ley de mil novecientos treinta v nueve a la presente, v a ello
'responde el artículo cincuenta y dos. Ha de tenerse en cuenta que merced a la actualización de la legis
lación en esta materia, la utilización del procedimiento de urgencia podrá atemperarse a su carácter es
trictamente excepcional, lo qiie no ocurre en la actualidad, va que, por las razones que han quedado
expuestas de desajuste de la legislación a los problemas del día, se ha visto forzada la Administración
a la utilización frecuente de dicha Ley. De hecho. en los casos en que del proyecto resultan perfectamente
determinados los intereses afectados, se genraliza cuando menos el fin de Fa Lev de mil novecientos
treinta y mieve, y en los demás, el procedimiento, dentro del respeto obligado a elementales garantías,
es de tal agilidad que bien puede. decirse que responde al mismo espíritu de eficacia que inspiraba la alu
dida Ley.
En efecto, a fin de regular procesalmente la intervención de los interesados en este punto, se arbitra
un trámite de información pública, procurando la máxima difusión.
Se ha fijado el plaZo de veinte días como m'áximo para que la Administración resuelva las recla
maciones promovidas., en la información.
La decisión del recurso contra esta resolución, que deberá interponerse dentro del plazo de diez días,
a contar desde la notificación o publicación, decisión que zanja definitivamente la cuestión debatida, lleva
consigo la declaración explícita de la necesidad de ocupación y levanta la suspensión provocada por las
reclamaciones. En el peor de los caos. , esta suspensión no podrá ser superior a un mes.
Salta a la vista la economía procesal conseguida sin Más que indicar que la Ley hasta ahora vigente
fija los_ siguientes plazos tres (Has para el trámite de comunicación por el Gobernador a los Alcaldes
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de la relación nominal de interesados en la expropiación (artículo' dieciséis), quince o treinta días parala información (artículo diecisiete), quince días para la resolución por el Gobernador (artículo dieciocho), ocho días para lá inte-rposición del recurso de alzada y treinta días para su resolución (artículodiecinueve), por lo que el procedimiento puede prolongarse hasta ochenta v seis días..C) Justiprecio.
La fijación de la indemnización constituye, como es obvió, el prbblema capital de una Ley de ex-propiación. El criterio tradicional de so-meter las diferencias de -apreciación pericialmenie establecidas a- una decisión motivada y preparada por una tercera estimación pericia] ha de reconocerse que no hasido nunca propugnado como procedimiento ideal, sino más bien coino un último recurso, al que empíricamente .se acude en defecto de reglas tasadas que permitan una determinación automática del valordel objeto de la expropiación. Los criterios automáticos añaden a su intrínseca objetividad la véntajade eliminar gran número dé 'reclamaciones, ya- que sustraen la base sobre la cual cabe plantearlas, queno es otra que la iSluralidad abierta indefinidamente de los medios-de • estimación.No se han escatimado esfuerzos a 'fin de conseguir sustituir el- procediMiento de la controversia pe
_
ricial poi: otro que permitiera una determinación más objetiva -de- l justo -precio. Mas ya desde un principio pudo advertirse que, existen supuestos de expropiación en los que bien sea pbr carecerse de toda.clase de estimación general preconstituída, bien porque los criterios generales vendrían a ofrecer resultados muy arbitrarios en más o menos respecto al principio de justa indemnización de que se. parte, esimposible prescindir de una tasación pericia]. La determinación del justo precio sobre bases fiscales ha departir de la premisa de que .1a riqueza imponible-, fiscalmente establecida, suponga una valoración no sóloobjetiva y bien ponderada del bien de que se trate, sino, además:, rigurosamente al día desde el nuntode vista del poder adquisitivo de la moneda. Y se comprende que esto no es siempre posible pbr la for
zosa complejidad de las oiSeraciones evaluatorias, que no Se pueden llevar a cabo en plazos tan moderados que se sustraigan a oscilaciones de no escasa significación -económica.De otro lado, salvo que se entienda que la estimación fiscal constituye lo Ciue desde luego no es,
es decir, una declaración administrativa sde valoración, eficaz no -sólo en la relación fiscal, sino en -toda
relación con la Administración en que el valor de un bien pueda jugar algún papel, esa eStimación debeservir como uno de los elementos que concurran a la determinación del justo precio, pero n®- ser el criterio de suyo, y exclusivamente, determinante: Esto implicaría volver la espalda a realidades econóMi
cas elementales, en las que precisamente el bien expropiado encuentrá la referencia de valor más ade
cuado. Todo ello hace que sea preciso ponderar las valoraciones fiscales con.las de mercado, y para ca
sos excepcionales,, dejar bierta la posibilidad de apreciación de circunstancias específicas, que de no te
nerse en cuenta provocarían dna tasación por completo irrazonable. Estos son los principios qu'e en estepunto inspiran la Ley.
Desde el momento que, por las razones ajúdidas, hubo de renunciarse a la determinación automática
del justo precio, para (lar paso, en mayor o menor medida-, a una apreciación de circunstancias- específicas del caso, pasaba al primer plano la cuestión del órgano de tasación'. Es evidente ,que el sistema del"tercer perito" qué inspira la legislación hasta ahora vigente reduce, en los más de los casos, a un papel
puramente pasivo la función del órgano que formaliza la resolución, aparte de llevar ..onsis.),-o un juegode plazos de excesivo peso para la agilidad de la acción administrativa. Como es natural, en el procedimiento actual los peritajes de las partes están inspirados en el propio interés de éstas,. al que se sobre
pone la mediación arbitral del tercer perito ; teóricamente cabría pensar. que -el tercer peritaje decidiera
de derecho la cuestión, cuanto que ya, las más de las veces., lo hace .de hecho. Pero esta solución es insa
tisfactoria, tanto desde el punto_de vista de los principios "–por cuanto supone la dejación en manos pri
vadas de una cuestión en la' que están vivamente comprometidos intereses públicos e intereses privados,
e implica, por lo tanto': una ruptura con las bases mismas dé la justicia .administrativa— como en con
sideración a los supuestos mismos del- falló. En efecto, en cuanto -éste debe resultar de la apreciación de
bases tasadas de elferente índole y, excepcionalmente, de circunstancias muy singulares que justifiquen
en un caso dada el separarse de aquéllas, no es posible dejar todos estos elementos a juicio de una per
sona .calificada por la sola condición de su pericia en tasaciones de cierta índóle-. Por .otra parte, sólo
una permanencia en esa. función, una reiteración, en los criterios, un conodmiento- de la economía local,
puede abrir el paso a lo que constituye, sin duda, el ideal en esta materia : objetivar las tasaciones, en
forma que sean el resultado de la aplicación de criterios generalizados.•
•
-
• ,Así se justifica una de las innovaciones más importantes de la Ley : la constit.ucion- de los Jurados
Provinciales de Expropiación, que vienen a ser órganos en los que se componen, las ¿los fimciones,
ricial y judicial, escindidas en el sistema actual. pero que reúnen, además, las ventajas que .proporciona
la permanencia y especialiZación en la función, la colegiacióna (que permite llevar, a su seno los inte
reses confraluestos) y la preparación, al mismo tiempo en los aspectos material y jurídico, de la cues
tión a decidir. Ciertamente, estas ventajas están supeditadas en todo al acierto que presida en la com,
posición de estos órganos y condicionadas, por otra parte, a la carga burocrática que lleven consigo, Se
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han estudiad.° minuciosamente los dos aspectos, para evitar que se malograra la solución, y se cree ha
berlo conseguido en las normas propuestas. El artículo treinta y dos fija la composición del Jurado,
atribuyendo su presidencia a un Magistrado, con lo 4ue garantiza la objetividad de visión y el rigor ju
dicial del procedimiento y asegura la representación de íos intereses financieros y fiscales de la Admi
nistración y patrimoniales de la propiedad privada, así como de los de índole técnica, incluyendo final
mente a un Notario, en atención a su conocimiento de las transaciones y a la independencia de su fun
ción pública.
En cuanto al coste de estos organismos, la Ley ha apurado todas las, posibilidades para reducirlos
al mínimo, y prácticamente se ha conseguido.
Sobre estas bases, el jurado de expropiaciones, puede llegar a corregir las mayores deficiencias del
actual 'sistema de tasación, del mismo modo que lo han hecho en el extranjero organismos similares ;
pero, sobre todo, encierra las mayores posibilidades de conseguir —por la preparación de índices y la
fijación más precisa de las bases de. valoración— llegar algún día a una determinación automática del
justo precio..
Con todo, la crítica del procediwiento depende en grado considerable del acierto que presida su
configuración procesal. rnimbién en este punto la comparación de esta Ley con la hasta ahora vigente obli
ga a admitir que se ha conseguido una notable' economía. En la Ley de mil ochocientos setenta y nueve
se señalan corno plazos.: el de ocho días para la designación de peritos (artículo veinte) ; el de quince,
para aceptar o rehusar la oferta de la Administración (artículo veintiséis) ; quince, para la presenta
ción de la hoja de tasación pericial del propietario (artículo veintisiete) ; ocho, para la eventual con
ciliación (artículo veintiocho) ; ocho, para la designación de tercer perito por el juez (artículo tr.ein
ta y uno) ; treinta, para que- éste lleve a cabo la tasación (artículo treinta y tres) ; treinta, para la reso
lución por el Gobernador (artículo treinta y cuatro) ; treinta, para la interposición del recurso, y otros
tantos para la resolución que corresponda (articulo treinta y cinco). En total, ciento setenta y cuatro días,
sin contar el plazo de un mes para la notificación de la orlen resolutoria, v el de dos meses para la inter
posición del recurso contencioso. El procedimiento que la Ley adopta comprende, en cambio, los siguien
tes plazos : veinte días, para 'que Ja Administración' acepte. O rehuse, y, en su caso, para. que,, a su vez,
formule su hoja de aprecio (artículo treinta), después del plazo de veinte días que para la presenta
ción dela hoja de aprecio' tiene el propietario (articulo veintinueve) ; diez días,,para que el propietario
acepte O rehuse la formulada por la Administración, en su caso. ( artículo treinta), y finalmente, en caso
de controversia, 'ocho días para la resolución ejecutoria por el Organo al efecto establecido (artículo
treinta y cuatro). En total, cincuenta y ocho días como duración máxima de los trámites.
A esta significativa aligeración del procedimiento hav, que añadir que, según se ha dicho, cabe es
perar en numerosos casos el que se consiga la conformidad de las partes desde el momento en que los
-aspectos controvertidos vienen, de antemano, atemperados por la necesaria motivación sobre las bases
legales de las hojas de aprecio (artículo treinta y siete).
Con respecto a los bienes inmuebles, se ha distinguido a estos efectos entre fincas urbanas y rús
ticas. En las primeras se- consigue tina determinación automática del justiprecio del solar al adoptar
sé como estimación la que tuvieren asignada a efectos del arbitrio municipal sobre incremento del -va
lor„ corregida en un diez por ciento a favor del propietario: En cuanto a los edificios, se ponderan como
factores el valor en venta debidamente justificado con arreglo a la situación, destino y estado de la
edificación, y la capitalización al interés legal del líquido imponible señalado a efectos de la contribu
ción territorial urbana. En cuanto a las fincas rústicas, respecto a las cuales, como es notorio, las valo
raciones fiscales no están en general al día, ',a fin de no prescindir de 'todo factor automático, se toman
en consideración los líquidos imponibles, según catastro o amillaramiento, incrementados en un cinco
por ciento en el primer caso, y en un diez por ciento, en -el Isegundo. Estos incrementos deben conside
rarse teniendo en cuenta que, a efectos de depósito, la I,ev de mil novecientos treinta y nueve señalaba
los de cinco y veinte por ciento; Del mismo modo que ei-; el caso de las fincas urbanas, la indemniza
ción es el promedio entre este valor fiscal y el valor et venta debidamente acreditado.
Con respecto a bienes muebles, no era posible utilizar criterios idénticos por la prácticamente limi
tada heterbg-eneidad del objeto a expropiar. Sin eml)argo, en el tipo de riqueza mobiliaria que con más
'frecuencia 1)11ede quedar afectado por la expropiación , es, decir, la expropiación de empresas cuyo ca
pital aparece incorporado al título de participación. también se ha conseguido una determinación auto
mática al deducir la indemnización de un promedio de elementos rigurosamente precisos, como son la
cotización. la 'capitalización de los beneficios distribuidos en los tres ejercicios inmediatamente ante
riores a la _ expropiación v el valor teórico, según balance, obtenido por la diferencia existente entre
el activo real y el pasivo exigible.
D) Pago y toma de posesión.
Por lo que al último período del procedimiento se refiere, son de mucho menos alcance las innova
ciones de la Ley. Los artículos treinta y siete, treinta y nueve y cuarenta y uno de la hasta ahora vi
gente, han sido respetados, al menos en su contenido esencial, limitándose las rectificaciones a deta-,
Página 2.084. DIARIO OFICIAL DEL MINISTERIO DE MARINA Número 291. .
Iles de redacción exigidos por la concordancia con los demás preceptos de la Lev. Singular dificultadha suscitado, sin ertibargo, el derecho de reversión que aquélla reconoce en el .artículo cuarenta v tres.Se ha visto recogido en este precepto un principio de va-lidez inconcusa, según el cual, frustrándosepor una u otra razón /la obra o servicio que dió causa a la expropiación, deben remitir en todo lo posible al menos los efectos económicos de ésta. La dificultad radica evidentemente en la determinaciónconcreta del momento a -partir del cual puede estimarse que de hecho concurre el supuesto de la reversión. El criterio de la legislación hasta ahora vigente supedita el ejercicio del derecho a la notificación por la Administración de la no ejecución de la obra, lo que tiene el inconveniente de dejar in_defe-nso al expropiado, al que no se notifica tal determinación. Pero es sumamente difícil dar con unaregla adecuada sin poner en peligro todo el instituto de la expropiación. La Ley se ha limitado a intentar superar el - rígido formalismo que la norma vigente supone. facilitando el ejercicio del derechocuando la Administración' lleve a cabo actos que por su índole impliquen de necesidad el abandonodel proyecto primitivo o la imposibilad de llevarlo a cabo, lo que, por otra parte, habrá dé acreditarseen vía administrativa, sin que en- tanto no se declare el derecho se produzca alteración alguna en la situación jurídica creada.
III. Procedimientos especiales.
La amplia concepción que por las razones al- principio expuestas ,conviene adoptar en la fijacióndel ámbito normativo de la Ley, neva empero consigo no desconocer las peculiaridades que la expropiación puede exigir en ciertos supuestos, sea por la índole del objeto, por la del fin, e incluso en atención
a la Administración que lleva a cabo la expropiación.El criterio de la legislación hasta ahora vigente es, por supuesto, otro. Al concebirse la Ley generalde expropiación prácticamente, como limitada a las obras públicas del Estado, la Provincia y el Municipio, el legislador se ha visto obligado a regular los supuestos especiales de la expropiación por normas especiales, si bien con frecuencia, allí donde la excepción ha parecido_ innecesaria, ha adoptado elprocedimiento de remitirse a la legislación general. Esta Ley, al ser concebida desde un principio conla pretensión de abarcar en lo posible todo el campo a que pueda alcanzar la expropiación, consta depreceptos que han sido redactados teniendo- en, cuenta los supuestos peculiares, e incluso, a veces, generalizando las fórmulas que han ido surgiendo en estos procedimientos-, por estimarlas más valiosas,desde el punto de vista técnico, que las hasta ahora admitidas con carácter general.En cuanto no ha sido posible la reducción a preceptos únicos, ha parecido en todo caso prefériblearbitrar, dentro de la Lev, procedimientos especiales en los que en. general se ha dejado intacta lalegislación vigente,, salvo en materias que ningún inconveniente hay en generalizar. Y como se comprende la dificultad de recoger las singularidades de toda la variada gama de expropiaciones que seaútil conservar, cual ocurre con las que llevan a cabo el Patrimonio Forestal del Estado y otras administraciones institucionales. en la cláusula derogatoria se prevé el procedimiento, a través del cual ha dehacerse expresa indicación de las disposiciones anteriores sobre la materia que han de continuar envigor.
El capítulo primero del Título III responde a una necesidad cine se viene haciendo patente, de día en
_ día, wor el volumen de las obras que la Administración acomete : la expropiación de grandes zonas.
Multiplicar en estos casos los procedimientos, tomando por base la unidad del bien expropiado, nosólo constituye una carga procesal considerable, sino que además expone a diferencias de justiprecio
tanto más sensibles cuanto que la unidad de zona _determina por sí sola, al menos hasta cierto' punto,
una unidad de valor. Por ello, la valoración en abstracto sobre polígonos de terreno o grupos de bie
nes proporciona la base objetiva de valoración que elimina aquellas diferencias o al menos las some
te a los límites de precios máximos y mínimos, sin que debilite las garantías del expropiado, ya• emecabe reclamar contra dichos límites en el trámite de información pública, así como después recurrir
contra la valoración del bien expropiado dentro de ellos. •
Llevando a sus obligadas consecuencias la categoría de expropiación por interés social, la Lev con
sagra el Capítulo II de este Título III a un tipo específico dentro de aquélla, esto •es, a aqüel en que
la expropiación viene motivada jurídicamente por el incumplimiento, por parte del propietario, de
aquella finalidad que con generalidad ha asignado /la Ley a determinad( bienes.. La peculiaridad en
tales casos resulta de que la expropiación no es aquí movida por el impulso administrati vo.• sino que
es una consecuencia jurídica latente desde el momento en que el particular no cumple con el fin social,
no obstante conminarle con la expropiación la Ley que regula su propiedad. El interés de la Adminis
tración se centra en conseguir , que, efectivamente, el fin se cumpla sin extraer la propiedad del marco
jurídico de la economía privada, de modo que, en principio, la Administración' vería frustrados sus-pro
pósitos si para conseguir aquella aplicación hubiera de expropiar a su favor.
La Ley ha inténtado, y cree haberío conseguido, conciliar .las exigencias idénticamente imperativas
del respeto a la propiedad privada, evitando la posibilidad de expropiaciones en fraude legal, y del no
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imponible, servirá de módulo la fijada o los bienes análogos del mismo término municipal. La cantidad
así fijada, que devengará 'a favor del titular expropiado el interés legal, será consignada en la Caja de
Depósitos. Al efectuar el pago del justiprecio se hará la liquidación definitiva de intereses.
uinta.—La Administración fijará, igualmente, las cifras de indemnización por el importe de los per
juicios derivados .de la rapidez de la ocupación, tales como mudanzas, cosechas pendientes y otras igual
mente justificadas, contra cuya determinación no cabrá recurso alguno, si bien. caso de' disconformidad
del expropiado, el Jurado Provincial reconsiderará la cuestión en el momento de la determinación del
justiprecio.
Sexta.—Efectuado el depósito y abonada o consignada, en su caso, la previa indemnización por per
juicios, la Administración procederá a la inmediata ocupación del bien de que se trate. lo que deberá ha
cer en el plazo máximo de quince días, sin que sea admisible al poseedor entablar interdictos de retener
y recobrar.
Séptima.—Efectuada la ocupación de las fincas se tramitará el expediente de expropiación en sús fa
ses de justiprecio y pago según la regulación general establecida en los artículos anteriores, debiendo darse
preferencia a estos expedientes para su rápida resolución.
Octava.—En todo caso, sobre el justiprecio acordado definitivamente para los bienes objeto de este
artículo, se girará la indemnización establecida en el artículo cincuenta y seis de esta Ley, con la especia
lidad de -que será fecha inicial para el cómputo correspondiente la siguiente a aquélla en que se hubiera
producido la ocupación de que se trata.
Artículo cincuenta y tres.—El acta de pago y la de ocupación, que se extenderá ,a continuación de
aquélla, será título bastante para que en el Registro de la Propiedad y en los demás Registros públicos
se inscriba o tome razón de la transmisión de dominio y se verifique, en su caso, la cancelación de las
cargas, gravámenes y derechos reales de toda clase a que estuviere afecta la cosa expropiada.
El acta de ocupación, acompañada del justificante de la consignación del precio o del correspondiente
resguardo de depósito, surtirá iguales efectos.
Los expresados documentos serán también títulos de inmatriculación en el Registro de la Propiedad.
-Artículo cincuenta y cuatro.—En el caso de no ejecutarse la. obra o no establecerse el servicio que
motivó la expropiación, así como si hubiera. alguna parte sobrante de los bienes expropiados, o desapare
ciese la afectacíón, el primitivo dueño o sus caushabientes podrán recobrar la totalidad o la parte so
biante de lo expropiado, abofiando a la Administración su justo precio. Se 'estimará como tal, Jin per
juicio de lo que en el siguiente párrafo se dispone, el valor que tenga la finca en el momento en que se
solicite su recuperación, fijado con arreglo a . las normas contenidas en el capítulo terce4ro del título se
gundo -de esta Ley.
Cuando entre la ocupación administrativa y la reversión prevista en este artículo no hayan transcu
rrido más de 'dos años, se entenderá que el precio debe ser el inicial, salvo que en el objeto expropiado
se hubieren realizado mejoras o producido daños que afecten a dicha valoración.
Artículo cincuenta y cinCo.—El plazo para que el dueño primitivo o sus causahabientes puedan ejer
cer el derecho de reersión, reconocido en el artículo anterior, será el de un mes, a contar desde la fecha
en que la Administración hubiera notificado la inejecución, terminación o desaparición de la obra o ser




Artículo cincuenta y seis.—Cuando hayan transcurrido seis meses desde la iniciación legal del expe
diente expropiatorio sin haberse determinado por resolución definitiva el justo precio de las cosas o de
rechos, la Administración expropiante culpable de la demora estará obligada a abonar al expropiado una
indemnización que consistirá en el interés legal del justo precio hasta el momento en que se haya de
terminado, que se liquidará con efectos retroactivos, una vez que el justiprecio haya sido efectuado.
Artículo cincuenta y siete.—La cantidad que se fije definitivamente como justo precie devengará el
interés legal correspondiente a favor del expropiado,i hasta que se proceda a su pago v desde- el momento
en que hayan transcurrido los seis meses a que se refiere el artículo cuarenta y ocho.
Artículo cincuenta y ocho.---:Si transcurrieran dos años sin que el pago de la cantidad fijada como insto
precio se haga efectivo o se consigne, habrá de procederse a evaluar de nuevo las cosas o derechos ob
jeto de expropiación, con arreglo a los .preceptos contenidos en el capítulo tercero del presente título.




De la expropiación por zonaso grupos de bienes.
Articulo cincuenta y nueve.—Cuando la Administración terig--a que expropiar grandes zonas territoriales' o series de bienes susceptibles de una consideración de conjunto, el Consejb de Ministros podráacordar, mediante Decreto, la aplicación del procedimiento expropiatorio especial iTg'ulado en este capítulo.
- Artículo sesenta.--Tor el acuerdo del Consejo de Ministros a que se refiere el artículo anterior, seentenderá cumplido el trámite de declaración de - la necesidad de la ocupación de los bienes que hayasnde ser expropiados según el proyecto y -replanteo aprobados, y los reformados posteriores.Artículo sesenta y uno.—A efectos del justiprecio, la Administración formulará un provecto de clasificación de las zonas o clases de bienes a expropiar en polígonos o grupos determinadós, según la diferente naturaleza económica de los mismos, asignando precios máximos y mínimos de valoración paracada uno de estos/ polígonos o grupos así distinguidos-, con módulos de aplica.ción en su caso.Artículo sesenta y dos.—Sobre este proyecto de precios máximos y mínimos por polígonos o gruposdebidamente razonados, se abrirá información pública por el plazo de un mes, a cuyo efecto la Administración publicará edictos en el Boletín Oficial de la provincia donde radican los bienes, y, en extracto,en el Boletín Oficial del Estado y en dos diarios de la capital de la misma provincia, si los hubiere, notificando igualmente este proyecto a los Ayuntamientos y Entidades corporativas y sindicales con jurisdicción sobre las zonas e intereses afectados.
Artículo sesenta y tres.—Las Entidades notificadas según el artículo anterior y cualquiera otra quejustificara un interés directo, podrán presentar reclamaciones en la información pública única.mente porlo que hace a la clasificación en polígonos 9 grupos. Sobre los precios máximos y mii,iiihos únicamenteestarán legitimados para reclamar los que sean titulargs directos de los biene-s o intereses expropiablessegún el Título primero de esta Ley.
Artículo sesenta y cuatro.—Si no se presentan reclamaciones en el período de información públif;a, laAdministración elevará el proyecto de precios máximos y mínimos a acuerdo definitivo, que será firmea todos los efectos.'
Artículo sesenta y cinco.—Las reclamaciones 'sobre la clasificación de los bienes a expropiar en polígonos o grupos serán considerados por la Administración, antes de tomar acuerdo definitivo sobre este
extremo, que deberá recaer antes del mes siguiente al cierre de la información y que será firme a todoslos efectos.
Artículo sesenta y seis.—Las reclamaciones sobre los precios máximos y mínimos darán lugar a la formulación de una hoja, de aprecio definitivo por parte.de la Administración, sobre los precios controvertidos, la cual, notificada al reclamante, podrá rechazarse por él lisa y llanamente dentro de los d;ez díassiguientes.
Artículo sesenta y siete.—Si el reclamante rechazara la hoja de (aprecio de la Administración, se pa--sará el expediente al Jurado 'Provincial de expropiación que fijará definitivamente los precios máximos
y mínimos controvertidos. Contra este acuerdo podrá reclamarse en vía contenciosa en los términos co
munes del artículo ciento veintiséis.
Artículo sesenta y ocho.—Los precios máximos y mínimos del proyecto referentes a polígonos o 'gni
pos sobre los .que no se hubiese suscitado discordias serán acordados como firmes por la Administración.Artículo sesenta y .nueve.—Fijados definitivamente los precios máximos y mínirnos, con sus correspondientes módulos de aplicación, serán preceptivos para la valoración de las fincas o bienes comprendidos
en los polígonos o grupos respectivos. Unicamente serán admisibles diferencias entre las partes en cuanto
a su aplicación, que se llevará a cabo por el mismo procedimiento establecido por los artículos veintiséis _
y siguientes de esta Ley. „
Artículo setenta.—Los precios máximos y mínimos conservarán su vigencia durante los cinco arios si
guientes a la fecha de su acuerdo. En casos de .extraordinaria alteración del valor de la, moneda, el Con
sejo de Ministros, con audiencia del Consejo de Estado, podrá acordar la- revisión global o pormenorizada de los precios máximos y mínimos antes del vencimiento de la fecha de caducidad establecida en
el párrafo anterior.
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CAPITULO II,
De la expropiáción por incumplimiento de la función social, de la. propiedad.
Artículo setenta y uno.—Existirá causa de interés social para
la expropiación forzosa, además de
en los casos en que haya lugar con arreglo a las Leyes, cuando con esta estimación expresa se haya
de
clarado específicamente por una Ley la oportunidad de que un bien o una clase de bienes se
utilicen en
el sentido positivo de una determinada función social y el propietario incumpla esta directiva.
Artículo setenta y dos.—Son requisitos necesarios para la aplicación del supuesto anterior :
Primero.—La declaración positiva de que un determinado bien o categoría de bienes deben sufrir
determinadas transformaciones o ser utilizados de manera específica.
Segundo.—Que dicha declaración sea formulada por Ley o por Decreto acordado en Consejo de Mi
nistros.
Tercero.—Que la Ley contengan inequívocamente la intimación de expropiación forzosa frente al in
cumplimiento.
Cuarto.—Que para la realización de la específica función señalada se baya fijado un plazo y a su
vencimiento aquella función resultare total o sustancialrpente incumplida por el propietario.
Artículo setenta y tres.—La expropiación forzosá a que se refiere este capítulo impone al benefi
ciario la carga de cumplir la función desatendida, cauSa de la exprdpiación, en un plazo que no podrá
exceder del Tic se señaló al expropiado. Unicamente cuando el beneficiario sea la Administración, y
proceda incluir el cumplinfiento de dicha función en tin plan de conjunto más extenso, podrá excederse
el límite del referido plazo.
Artículo setenta y -cuatro.---Cuando el - beneficiario de la expropiación incumpla a su vez la función
señalada, la Administración tendrá la opción a que se refiere el apartado ,(/). del artículo siguiente.
el Gobierno podrá sancionar al beneficiario con multa hasta el límite de quinientas mil' pesetas.
Artículo setenta y cinco.—El procedimiento para la expropiación, objeto* de este capítulo, será el ge
neral, con las siguientes particularidades .
a) La declaración de necesidad de ocupación se sustiálirá por la declaración de que, en el caso que
se contempla, concurran los requisitos del artículo setenta v dos, debiendo observar, ,por
-
lo demás, las
mismas garantías de información pública, notificación, audiencia de interesados y 'recursos que se regu
lan en el título segundo de esta Ley.
b) Cuando por virtud de la Ley puedan los particulares ser beneficiarios de la expropiación1 la Ad
ministración podrá expropiar la cosa directamente, por su justo precio, para adjudicarla posteriormente
a tales particulares, o bien sacarla a subasta pública, en cuyo caso la determinación del justo precio ju
gará a los. solos efectos de fijación del tipo de licitación.
A esta subasta se admitirá a cuantos, amparados _en la determinación de la Ley, presten las garantías
que la Administración fije paya la realización de la función desatendida sobre la cosa de que se trate,
arbitrándose al efecto un trámite preVin al acto de subasta. Si de esta subasta resultara
-
un precio de
venta superior al fijado en el expediente de expropiación, la diferencia quedará a beneficio del propie
tario expropiado.
c). Si la subata fuese declara desierta, se anunciará una segunda licitación rebajando el tipo de la
primera en un veinticinco por ciento, y 'procediendo a la apertura de un nuevo período de admisión de
licitadores.
d) De quedar desierta la segunda subasta, la Administración podrá optar por adquiri'r la cosa en
el tipo que en la -misma hubiera servido de base de licitación, asumiendo la carga correspondiente o de
jarla en estado público de venta. El derechó a la adquisición de la cosa se determinará por la prio
ridad de solicitud en los correspondientes Registros oficiales.
e) El expediente de éxpropiación caducará a los seis meses de declarada desierta la segunda su
basta, en el caso de que la Administración no hubiera optado por adquirir la cosa.
CAPITULO III
De la expropiación de -bienes de valor artístico, histórico y arqueológico.
Artículo setenta y seis.—La expropiación de bienes, muebles o inmuebles, de valor artístico, histó
rico o arqueológico, se llevará a cabo con arreglo a lo dispuesto en la presente Ley, con las particulari
dades que se establecen en los artículos siguientes.
Artículo getenta y siete.—Acordada la expropiación, el Gobernador civil de la provincia podrá adop
tar cuantas medidas sean necesarias para que no se alteren las condiciones características de la cosa o
bien afectado.
■
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Artículo setenta y, och¿.—E1 justo precio de los bienes se determinará, mediante tasación pericial,por una Comisión compuesta por tres académicos, _designados uno por la Mesa del Instittito de España,otro por el Ministerio de Educación Nacional v el tercero por el propietario del bien afectado. La designación podrá recaer en académicos de las Academias de Distrito, presidiendo el „primero de losindicados y decidiendo los empates con voto de calidad.Artículo setenta y nueve.—La Comisión prevista en el artículo anterior se reunirá en' el plazo de unmes, a contar desde la fecha de la Orden Ministerial por la que se acuerde la expropiación. En el mes siguiente deberá formular, con informe motivado, el justo precio que haya de abonarse, que tendrá carácter ejecutorio para la Administración y para el expropiado. El justo precio en ningún casó será inferior alque resulte de aplicar las disposiciones del título segundo de la presente Ley.Artículo ochenta.—La determinación del justo precio, a los efectos del premio que la legislación concede a los descubridores de objetos de interés para el Patrimonio histórico, artístico y arqueológico de laNación, se llevará a efecto conforme a lo djspuesto en los anteriores artículos, manteniéndose los porcentajes de participación que se reconocen 'en. la legislación del Ramo.Artículo ochenta y uno.-1. En lin casos de expropiación, venta pública, subasta o liquidación de lbsbiénes a que se 'refiere el presente capítulo, el Estado podrá ejercer, para sí o para otra persona pública,el derecho de tanteo, obligándose al
•
pago del precio en un período no superior a dos ejercicios económicos,salvo que el particular interesado acepte otras famas de pago.2. 'gua-II-lente el Estado podrá ejercer, para sí o para otra persona pública, el derecho de retracto en
un plazo de seis meses, a partir de la fecha en que tenga conocimiento fehaciente de lá trasmisión, en lascondiciones de pago señaladas en el párrafo anterior.
Artículo ochenta y dos.—Se aplicará el procedimiento general establecido en esta Ley a las expropiaciones de edificios y terrenos que impidan la contemplación de monumentos histórico-artísticos, constitu
yan causa de riesgo' o de cualquier perjuicio para el mismo, y cuantos puedan destruir o aminorar la belleza o seguridad de los conjuntos de interés histórico-artístico. •
Artículo ochenta y tres.—La determinación de la indemnización que proceda abonar por la ocupación
temporal de inmuebtes por causas de t xc"avaciones arqueológicas se verificará con arreglo a lo dispuesto
en el capítulo séptimo de este título.
-
Artículo ochenta y cuatro.—Las cuestiones derivadas de la aplicación de lo rdispuesto en este capítulo
se . reservan a la jurisdicción: contencioso-administrativa, con arreglo al título quinto de esta Ley.
CAPITULO IV
De lit expropiación por Entidades locales o por razón de -urbanismo.
Artículo ochenta y cinco—Las expropiaciones que se lleven a cabo por razón de urbanismo .y las que
en cualquier caso realcen las entidades locales se ajustarán a lo expresamente dispuesto en la Ley de Ré
gimen Local y-demás aplicables, y en lo no previsto en ellas, al contenido de la presente, con las modificaciones siguientes :
Primera. Para la determinación del justo precio se seguirán las reglas y el procedimiento establecidos
en el. capítulo tercero del título segundo de esta Ley.
Segunda. En el Jurado Provincial de Expropiación el funcionario técnico a que se refiere el apar
tado b) del artículo treinta y dos 'será designado por la Corporación local interesada.
Tercera. Las facultades atribuidas' en esta Ley a la Administración o Autoridades gubernativas que
en ella se mencionan corresponderán íntegramente, en los asuntos de las Corporaciones Locales, a éstas
o a los organismos especiales que en los Mismos intervienen, y sin limitación de la autonomía que se les
concede en las disposiciones vigentes.
CAPITULO V
-
De la expropiación que dé lugar a traslado de poblaciones.
1.■
Artículo ochenta .y seis.—Cuando fuere preCiso expropiar las tierras que sirvan de base principal de sus
tento a todas o a la mayor parte de las familias de un Municipio o de una Entidad local menor, el Consejo
dé Ministros acordará, de oficio o a instancia' de las Corporaciones públicas interesadas, el traslado de la
población.
Los preceptos del presente capítulo serán de aplicación en los casos de expropiación de instalaciones
industriales, siempre que concurran las circunstancias que en este artículo se requieren.
Artículo ochenta y siete.—La expropiación se llevará a cabo con arreglo a lo dispuesto en la presente
Ley, y se extenderá no sólo a las tierras de necesaria ocupación, sino a la totalidad de los bienes inmuebles
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que estén sitos en el territorio de la
Entidad afectada, salvo que los interesados soliciten que la expropia
ción se limite a aquéllas.
Artículo ochenta y ocho.—Los vecinos de la Entidad local tendrán
derecho a una indemnización por
los perjuicios que les ocasione el traslado y a ser instalados
en una porción de terreno de características
similares al territorio de la Entidad afectada.
Artículo ochenta y nueve.—Á los efectos del artículo anterior,
se estimarán corno perjuicios indemni-•-
zables los definidos en los conceptos sigui,entes :
A ) Cambio forzoso de residencia.
a) Gastos de viaje por traslado familiar.
b) Transportes de ajuar y elementos de trabajo.
c) Jornales perdidos durante el tiempo a invertir
en los referidos transportes.
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B) Reducción del patrii-nonio familiar, referida a las bajas
en la producción agropecuaria por mer
mas de la superficie personalmente aprovechada en los aspectos de propiedad,
arrendamiento y derecho
de disfrute de terrenos comunales por razón de vecindad.
) Quebrantos por interrupción de actividades profesionales,
comerciales y manuales ejercidas per
sonalmente •por el interesado en el lugar de su residencia.
-
Artículo noventa.—Los tipos de indemnización abonables por cada uno de
los conceptos a que se re
fiere el artículo anferior, se fijarán, a propuesta del órgano que reglamentarimente
se determine, por el
Consejo de Ministros, previo dictamen de la Comisión Permanente
del Consejo de' Estado.
•Artículo noventa y uno—Fijados los tipos de indemnización,
se anunciará por el Gobernador civil o
Autoridad co.mpetente en cada caso, y en la forma prevista en el artículo dieciocho, que
los interesados,
en un plazo de quince días, podrán solicitar la indemnización
a qtie crean tener derecho, precisando las cir
cunstancias de hechci en que se fundan.
Artículo noventa y. (los.—Presentadas las solicitudes previstas en el artículo anterior, se fijará
la in
demnización abonable a cada interesado. Contra el acuerdo que al
efecto se adopte se, podrá reclamar en
el plazo de quince días, contados -desde el siguiente a
la notificación del acuerdo, anté el, jurado Provincial
de expropiación, cuando se hayan aplicado indebidamente los tipos aprobados por
el Consejo de Ministros.
Artículo no-venta y tres.—El pago de la indemnización se llevará a cabo
con arreglo "a las normas gene
rales establecidas en esta Ley.
Artículo noventi y cuatro.—Los vecinos podrán solicitar su instalación
en el nuevo territorio de la En
tidad al presentar 11 solicitud de indemnización a que se
refiere el artículo noventa y uno. A ,tal efecto, al
publicarse el anuncio -previsto en el mismo -artículo
sé expresará la necesidad de que dentro del plazo en
él fijado se presenten las solicitudes de los interesados
acerca de tal extremo.
Artículo noventa y cinco.—Transcurridos el plazo a que se alude en el artículo anterior,
se formará una
relación de vecinos con descripción detallada de las viviendas .que ocupaban y
de las fincas que personal- y
directamente explotaban, la cual se expondrá al público por fin plazo de quince días a
fin de que puedansrec
tificarse errores materiales. Hechas las rectificaciones a que en su
-caso hubiere lugar, se elevará la relación
al Consejo de Ministros para que, a través del Instituto Nacional
de Colonización, se proceda a la adquisi
ción de fincas adecuadas para el establecimiento de los vecinos que así lo hayan
solicitado y para la erec
ción de la nueva Entidad local que venga a sustituir a la desaparecida 'como consecuencia
de las obras de
terminantes del traslado de la población.-
Artículo noventa y seis.-1: Por el Instituto Nacional de Colonización se procede-rá a instalar a los.
vecinos e-n el nuevo territorio de la Entidad, proporcionándose a cada uno de ellos en arrenda'miento o en
propiedad una vivienda o local de negocio de características
similares a la que ocupaban en la zona e:Tro
piada. Se les adjudicará también una finca o fincas de características análogas
a las que como propieta
rios o a título distinto vftiieren cultivando) directa y personalmente, pudiendo adquirir
su propiedad cor
arreglo a lo dispuesto en la legislación especial de colonización.
2. ; Respecto a la nueva Entidad lo-Cal, la adjudicación de los bienes que
hayan de constituir su patri
1-n-onio se verificará conforme a lo establecido en la legislación especial de colonización,
destinándose a tal
objeto las cantidades que deba percibir en concepto de indemnización por las e-xpropiacidnes
la Corpora
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CAPITULO VI
De las expropiaciones por causa de colonización o de obras púfilicas.
SECCIÓN PRIMERA
De las expropiaciones por causa de colonización.
Artículo noventa y siete.—Las expropiaciones por causa de colonización y de fincas Mejorables seregularan por 'su legislación especial, incluso en lo relativo a los órganos, medios de valoración y recursos. En lo no previsto en dicha legislación especial regirá como supletoria la presénte Ley.
SECCIÓN SEGUNDA
De las expropiaciones por causa de obras públicas.
Artículo noventa y ocho.—Las facultades de in oación v tramitación de expedientes relacionadoscon los servicios de Obras Públicas corresponderán a los Ingenieros Jefes de los Servicios respectivos,asumiendo éstos en esa materia las facultades que en esta Ley se atribuyen con carácter general a los Gobernadores Civiles.
CAPITULO VII
De la expropiación, en materia de propiedad industrial.
Artículo noventa y- nueve.—Siempre que el interés general aconseje la difusión de un invento O3U uso exclusivo por parte del Estado, podrá acordarse la expropiación de la patente o, en su caso,del modelo de utilidad mediante tina Ley que declare la utilidad pública, en la que se determinará la indemnización que ha de percibir el concesionario de una y otro y a quién deberá abonarse.Las restantes modalidades de la propiedad industrial serán expropiables cuando concurran los requisitos que en esta Lev se establecen v en la forma que en la misma se previenen.
CAPITULO VIII
#De la expropiación or razones de defensa nacional y seguridad del Estado.
SECCIÓN PRIMERA
De las expropiaciones por necesidades militares.
Artículo ciento.—Cuando el Gobierno acuerde la adquisición de inmuebles situados en la zona militar de costas y fronteras, o por otras necesidades urgentes de la defensa y seguridad nacional, las expropiaciones que a tales fines fuere preciso realizar se ajustarán a lo dispuesto en los artículos cincuenta
y dos v cincuenta y tres de esta Ley, y el expediente respectivo será tramitado por la Administraciónmilitar que corresponda en-razón al Ejército a cuyo ; servicios queden afectos los bienes ocupados y consujeción al reglamento que se dicte en aplicación de esta Ley.En estas expropiaciones, el funcionario técnico comprendido en el apartado b) del artículo treinta'.v dos será sustituido en el jurado Provincial de Expropiación por un técnico militar del Departamento,respectivo, que formará parte de aquél como Vocal ' siempre que al ser remitido el expediente en cumlimiento del artículo treinta y uno, se comunique al mismo tiempo por el Gobierno Militar de la Provincia el nombramiento correspondiente.
SECCIÓN SEGUNDA
De las requisas militares.
Artículo ciento uno.—En tiempo de guerra y en caso de movilización total o parcial que no sea paramaniobras, las Autoridades militares podrán utilizar, previa requisa, todo clase (le bienes muebles, inmuebles, derechos, empresas, industrias, alojamiento s, prestaciones personales y, en general, todo cuantosirva directa o indirectamente a los fines militares.
Artículo ciento dos.-1. Fuer=a de los casos previstos en el artículo anterior, únicamente podrán
ser objeto de requisa : los alojamientos para personal, ganado y material ; las raciones de pan y pienso,
así como el combustible y el alumbrado, el alojamiento y cuanto
sea necesario para la asistencia de
enfermos o heridos ; los medios terrestres, marítimos
o aéreos para locomoción o transporte de perso
nal, •ganado o material de los Ejércitos o ,sus servicios. La duración
máxima de estas dos últimas pres
taciones no excederá de veinticuatro horas cada vez.
,
2. En períodos de grandes maniobras de concentración de
fuerzas, se podrán también requisar por
la Autoridad militar correspondiente, pr4iedades rústicas y urbanas como medios auxiliares para
las
maniobras, con las limitaciones y formas señaladas en los reglamentos especiales.
Las requisas a que
se refiere este párrafo, sólo se podrán exigir en el territorio y en el período
de tiempo 'que previa
mente se señale.
3. También se- podrá acordar por Decreto la requisa, en vía de ensayo,
de todos los medios úti
les de locomoción y transporte, tanto de índole animal como mecánica.
Artículo ciento tres.—En ningún caso se podrá exigir la requisa de recursos- superiores
a los que
posean los Municipios, debiéndoseles respetar siempre
los víveres necesarios para alimentación civil du
rante un tiempo prudencial.
Artículo ciento cuatro.—E1 •derecho de requisa corresponde a la Autoridad
militar reglamentaria
ment(i determinada, la cual podrá delegar su ejercicio dentro de los
límites autorizados._
Artíctilo ciento cinco.-1. Toda prestación por requisa da derecho a una indemnización por
el im
porte del servicio prestado, del valor objetivo de lo requisado
o de los daños y desperfectos que por su
causa 'se produzcan.
- 2 Las cantidades que hayan de abonarse por este concepto y cuyo pago no
se haya verificado en
un plazo de tres meses, a partir de la fecha en que se
efectuó la requisa, devengarán el interés legal.
3. No será indemnizable la prestación de aloj amiento, tanto en casas particulares como en edifi
cios públicos, de las fuerzas de los Ejércitos de- Tierra,
Mar v Aire y demás 'personas afectas a los.
mismos.
Artículo ciento seis.-1. El importe de las indemnizaciones se fijará por la Comisión
Central de Va
loraciones de requisas y por las provinciales.
2. La Comisión Central de Valoraciones .de requisas militares, que se nombrará por Decreto,
-
estará compuesta por representantes de los Ministerios militares y de los
civiles y demás Organis
mos más directamente relacionados con las requisas, formando parte de ella un General y un Tefe
de
los Cuerpos de Intendencia e Intervención de cada uno de los Ejércitos
de Mar, Tierra y Aire, y un
Auditor. Será misión de esta Comisión el establecer tarifas uniformes para
las prestaciones que lo
'requieran, redactar las bases de valoración para que sirvan de norma a41as
Comisiones provinciales, exa
minar y aprovechar las tarifas que éstas les señalen, así corno fijar a las
mismas los precios que son
objeto de consultas.
3. Las Comisiones provinciales estarán compuestas por cinco Diputados provinciales designados
por el Presidente de la respectiva Diputación Provincial, y un jefe de Intendencia y
otro de Interven
ción de cualquiera de los Ejércitos, y será presida por quien designe la Autoridad- militar.
Estas Co,-
misiones señalarán los precios a las prestaciones para las que no exista' tarifa general, elevándolas a la
aprobación de la Central, señalando también con posterioridad las indemnizaciones
de requisa_ que
no figuren en tarifa alguna.
4. Podrán constituirse, en su caso, en territorios ocupados, Comisiones speciales de valoración,
limitando su actuación en las reclamaciones que se hayan presentado, a hacer las -valoraciones con las
comprobaciones pertinentes, a los fines de que, terminado el periodo de guerra, se resuelva sobre
el
derecho al percibo de indemnización.
Artículo ciento siete.—Un - Reglamento especial, dictado" pór la Presidencia del Gobierno, previo in
forme del Consejo de Estado, desarrollará para su aplicación las normas contenidas en este capítulo,
■
TITULO CUARTO
Indemnizaciopes por ocupación temporal y otros darios.
CAPITULO I
Ocupaciones temporales.
Artículo ciento ocho.—La Administración, así corno las personas o entidades que se hubieran
subrogado en sus derechos, podrán ocupar temporalmente los terrenos propiedad del particular, en
los
casos siguientes :
1. Con objeto de llevar a cabo estudios o practicar operaciones facultativas de corta duración, para
recoger datos para la- formación del proyecto o para el replanteo de una obra.
2. Para establecer estaciones y caminos provisionales, talleres, almacenes, depósitos de materia1e4
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cualesquiera otros más que requieran las obras previamente declaradas de utilidad pública, así porlo qué se refiere a su construcción como a su reparación o conservación ordinarias.3: Para la extracción de materiales de toda clase necesarios para la ejecución de dichas obras,que se hallen diseminados por la propiedad, o hayan de ser objeto de una explotación formalmente organizada
Cuando por causa de interés social, y dándose los requisitos señalados en el artículo setentay dos, la Administración estime conveniente, no haciéndolo por sí el propietario, la realización por sucuenta de los trabajos necesarios para que la propiedad _cumpla con las exigencias sociales de que setrate.
Articulo ciento nueve.—Las viviendas quedan exceptuadas de la ocupación temporal e imposiciónde servidumbre. En los casos en que su franqueam iento pueda ser de necesidad para los fines.haludidosen el artículo anterior, deberá obtenerse el permiso expreso de su morador.Artículo ciento diez..-1. En -el caso primero (lel artículo ciento ocho, el funcionario público encargado de llevar a cabo los estudios, o el particular debidamente autorizado al efecto, deberán ir provistos de los docurnentos que acrediten la misión confiada, expedidos por la Autoridad delegada delGobierno en el lugar, a fin de que se les preste toda clase de auxilio, y muy especialmente el de procurar el permiso de loS respectivos propietarios para que la Comisión -de estudios pase por sus fincas.Los perjuicios que con las operaciones pudieran ausarse en ellas serán abonados en el acto, previatasación por Peritos designados por el propietario y el facultativo encargado de las operaciones, y,
tades.
caso de no llegar a una avenencia, por el Alcalde o persona en quien éste hubiere delegado sus fdCui
2. Si el propietario opusiese resistencia a conceder el permiso, o si después de tasados los perjuicios en la forma prevista en el párrafo anterior, insistiese en su negativa, se dará cuenta al Gobernador civil de la provincia o a la Autoridad competente por razón del caso-, para que adopte las medidas pertinentes. Sin embargo, el mismo Gobernador podrá retirar, a instancia de parte, la autorización otorgada, exigiendo. la responsabilidad que procediese por cualquier abuso cometido.Artículo ciento once.-1. A los efectos del número segundo del artículo ciento ocho, la declaración de utilidad pública o de interés social lleva consigo_el derecho a las ocupaciones temporales queel fin concreto de la exproPiación exija.2. La necesidad de tales ocupaciones será objeto de un procedimiento ajustado a lo previsto enel capítulo II del título II, pero la resolución de la Admi-nistración, a que se alude- en el artículo veintiúno, será ejecutiva, sin perjuieio de los procedim entos ulteriores para determinar el justo precio. Cuando se trate de una finca con cuyo dueño se hayan practicado anteriores_ diligencias, se suprimirá lapublicidad de las notificaciones, que serán personales, o, en su caso, por medio del Alcalde.Artículo ciento doce.-1. Para las ocupaciones a que se refiere el artículo anterior, y siempre quefuere posible evaluar de antemano la indemnización, se intentará por la Administración, antes de la ocupación, un convenio con el propietario acerca del impoilte de la misma. A tales efectos, 'se hará por elrepresentante de la Administración, o por el autorizado-para la ocupación, la oferta de la cantidad quese considere ajustada al caso, concediéndose al interesado el plazo de diez días para que cónteste lisay llanamente si acepta o rehusa la expresada oferta.2. De -aceptarse la oferta expresamente, o de no contestar en dicho plazo, se hará el pago o consilnación de la cantidad ofrecida y la finca podrá ser ocupada, desde luego, sin que pueda haber lugar areclamación de índole alguna. •
Artículo ciento, ,trece.—Siempre que se rechace expresamente la oferta a que se alude eri el artículoanterior, las partes elevarán al Jurado Provincial de Expropiación sus tasaciones fundadas, él cual resolverá- con carácter ejecutorio en el plazo de diez: días, siguiéndose los trámites establecidos en los artículos treinta y cuatro y siguientes de esta Ley.Artículo ciento catorce.—En los casos en que no fuere posible señalar de antemano la importanciay duración de la ocupación, se intentará un convenio con e1 propietario para fijar una cantidad alzadasuficiente para responder del importe de aquélla. En -caso de desacuerdo, así como para determinar ensu día el importe definitivo, se procederá en la forma indicada en el artículo anterior. Antes de que seproceda a la ocupación, sin haberse pagado el importe definitivo de la indemnización, se hará constarel estado de la finca, con relación ,a cualquier circunstancia que pudiera ofrecer dudas para la valoracióndefinitiva de los daños causado-s.
Artículo ciento quince.—Las tasaciones, en los casos de ocupación temporal, se réferirán 'siemprea la apreciación de los rendimientos, que el propietario hubiere dejado de percibir por las rentas vencidas durante la ocupación, agregando, además, los perjuicios causados en la finca, o los gastos que suponga restituirla a su primitivo estado. Nunca deberá alcanzar la tasación de una ocupación el valor de lafinca, y la Adtninistración, en los casos en que le parezca excesiva, podrá pedir la valoración de la expropiación pura y simple por los procedimientos que esta Ley determina, y optar por ella siempre quesu importe no exceda de una mitad de la de los daños y perjuicios causados.
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Artículo ciento dieciséis.-1. En los casos conlprendidos en el número tercero del artículo ciento
ocho, el valor de los materiales recogidos en una finca, o arrancados de canteras existentes
en la misma,
sólo se abonará cuando aquéllos estuvieren recogidos y apilados por el propietario, antes de
la notifica
ción de 'su necesidad para la Administración, o cuando las canteras se encontrasen
abiertas y en explota
ción con anterioridad a la misnia fecha, eccm(-l't" 1ose,-en
uno y otro caso, la necesidad de los materiales
y los productos para su uso.
Fuera de este supuesto, para que proceda el abono
• del valor de los materiales que se" extraigan de
tina 'finca deberá acreditar el propietario : •
Primero. Que dichos materiales tienen un valor conocido en el mercado.
Segundo. Que ha satisfecho la contribucióij correspondiente a la
industria que por razón de dicha
explotación ejerza en el trimestre anrerior a aquel en que fué declarada
la necesidad de la ocupación.
2. No bastará, por tanto, 1-)ta declarar procedente el abono de los
materiales el que en algún tiem.-
1 po se haya podido utilizar alguno con permiso del propietario
o mediante una retribución cualquiera.
3. Tampoco se tendrán en cuenta las reclamaciones i)or indemnización de beneficios que
se presu
man como efecto de arriendos para estable¿er determinadas industrias, si no estuvieran
establecidos en
las condiciones expresadas.
Artículo ciento diecisiete.—Cuando la conservación o reparación de una obra de utilidad pública exija
en todo o en parte la explotación Permanente de una cantera, procederá la- expropiación por
los trá
mites de la presente. Ley.
Artículo ciento dieciocho.-1. Si la ocupación a que se refiere el caso cuarto
del artículo ciento ocho
implicase para el propietario la pérdida temporal de los beneficios que
la propiedad ocupada sea suscep
tible de producir, la Administración deberá abonarle- una renta, que se determinará
automáticamente
en' el valor del líquido imponible registrado.
2. Si las obras realizadas por la Administración determinasen en el futuro
un aumento .de los ren
dimientos económicos de la propiedad ocupada, la Administración ocupante
tendrá derecho al reem
bolso de la capitalización de dicho aumento, que estará garantizado mediante una hipoteca legal
sobre
la finca.
Este gravamen será redimible en cualquier momento por el propietario.
Artículo ciento diecinueve.-1. Cuando, de acuerdo con la Vegislación vigente, el Estado decidiese,
por razones de interés público, la intervención de una empresa mercantil que por cualquier
causa hu
biese cesado en el trabajo o que por sanción gubernativa hubiese sido temporalmente
clausurada, de
berá indemnizarse a sus titulares el valor efectivo de los daños v deterioros extraordinarios
sufridos
por la maquinaria e instalaciones, siempre que tales daños se produzcan precisamente
a causa de la in
tervención.
2. Desaparecida la causa de la intervención, los titulares de la Empresa podrán
solicitar que cese
la ocupación de la mima ; pero si no encontrasen
- conveniente, la continuación del negocio, lo mani
festarán así a la Administración; que podrá decrerar,.si ello fuese oportuno, su expropiación,
de acuer
do con los preceptos de esta Lev.
L
, CAPITULO II
De la indemnización por otros daños.
Artículo ciento veinte.—Cuand¿ por consecuencia de graves razones de orden o seguridad públicos.
epidemias, inundaciones u otras calamidades, hubie ,eá de adoptarse por
las Autoridades civiles medidas
que implicasen destrucción, detrimento efectivo o requisas de bienes o derechos
de particulares sin las
formalidades que para los diversos tipos de expropiación exige esta Lev, el particular dañado tendrá
de
recho a indemnización, de acuerdo con las normas que se señalan en los .preceptos relativos a los daños
de la ocupación temporal de inmuebles y al justiprecio de los muebles, debiendo
iniciarse el expediente
a instancia del perjudicado y de acuerdo con tales normas.
Artículo ciento veintiuno.--1. Dará también lugar a indemnización, con arreglo al mismo procedi
miento, toda lesión que las particulares sufran en los bienes v derechos a que esta Ley se refiere,
siem
pre que aquélla sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos,
o la
adopción de medidas de carácter discrecional no fiscalizables en vía contenciosa,
sin perjuicio de las res
ponsabilidades que la Administración pueda exigir de sus funcionarios con tal motivo.
2. En los servicios públicos concedidos correrá la indemnización a cargo del concesionario,
salvo
en el caso en que el daño tenga su origen „en alguna cláusula impuesta por la Administración
al conce
sionario y que sea de ineludible cumplimiento para éste.
Artículo ciento veintidós.-1. En todo caso, el daño habrá de ser, efectivo, evaluado económicamente
e individualizado con relación a una persoila o grupo de personas.
a.
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2. El derecho de reclamar prescribe al ario' del lieCho que lo motivó. Presentada reclamación, se entenderá desestimada por el trans'eurso de cuatro meses sin que la Administración resuelva. A partir deeste momento, o de la notificación de la resolución exprega, en su caso, empezará a correr el plazo parael procedente recurso contencioso-administrativo.Artículo ciento veintitrés.—Cuando se trate de servicios concedidos, la reclamación se dirigirá, a laAdministración que otorgó la conCesión; en la forma'. prevista en el párrafo segundo del artículo cientoveintidós, la cual resolverá, tanto sobre la procedencia de la indemnización como sobre quién debe pagarla, de acuerdo con el párrafo segundo del artículo ciento veintiuno. Esta resolución dejará ábierta lavía contencioso-administrativa, que podrá utilizar el particular o el concesionario, en su caso.
TITULO QUINTO •
Garantías jwisdiccionales.
Articulo ciento veinticuatro.—Con arreglo a lo previsto en el artículo tr-einta y dos, párrafo' segundo,del Fuero de los Españoles, nadie podrá ser expropiado sino por causas de utilidad pública o interéssocial, previa la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto en las Leves.-Artículo ciento veinticinco.—Siempre que, sin haberse cumplido los requisitos sustanciales de decla=ración de utilidad pública o. interés social, necesidad de' ocupación y previo pago o.depósito, según proceda, en los términos establecidos en esta Ley, la Administración ocupare o intentase ociipar la cosaobjeto de la expropiación, el interesado podrá utilizar, aparte de los -demás medios legales- procedentes,los interdictos de retener y recobrar, para que los Jueces le amparen y, en su cas<o, le reintegren en
su posesión amenazadá o pérdida.
Artículo ciento veintiséis.-1. Contra la resolución administrativa que ponga fin al expediente deexpropiación o a cualquiera de las piezas separadas. se podrá interponer- recurso contencioso-adminis
trativo, con excepción del caso previsto, en el número tercero del artículo veintidós.
2. Asimismo 'ambas partes podrán interponer 'recurso. contencioso-administrativo cántra los acuer
.
dos que sobre el justi precio se adopten. En este caso, el recurso deberá fundarse en lesión vuando lacantidad 'fijada corno jtisto precio sea inferior o superior en más de tina sexta parte al que en tal con
cepto se haya alegado por _el recurrente o en trámite oportuno..
3. En todo caso, el recurso podrá fundarse_ en vicio sustancial de forma o en la violación u omisión
de los preceptos establecidos en la presente Ley. -- •
4. Se considerarán de turno preferente los recursos comprendidos en este artículo.•
Artículo ciento veintisiete.—Firme la sentencia dictada" .en vía contencioso-administrativa, se; remitirán copias de- la misnia al Ministerio interesado, a la Presidencia
.
del Gobiierno y al de Hacienda,
a los efectos oportunos. - , .
Si la sentencia- se refiere a Entidades locales, se ejecutará -con arregfo a su legislación especial.
Artículo ciento veintiocho.—En todos aquellos casos en que, con arreglo- a esta Ley, ja Administraciónesté obligada a indemnizar daños y perjuicios,' la jurisdicción competente será 'la contencioso-administrativa,
DISPOSICIONES FINALES
Primera.—La presente Ley entrará en vigor a los cuatrd meses de su promulgación.
•
Segunda.—Dentro de los seis meses de la entrada en vigor se dictará el Reglamento general para la
aplicación dé la Ley.
Tercera.—Quedan derogádas cuantas disposiciones se opongan a lo dispuesto- en la misma, y auto
rizado sl Gobierno para que, a propuesta de una Comisión designada por el Ministro de Justicia, detery
mine mediante Decreto cuáles. de las disposiciones vigentes sobre expropiación forzosa habrán de con
tinuar en vigor.
DISPOSICION TRANSITORIA
Los expedientes de expropiación iniciados antes de la entrada en vigor de la presente Ley se regirán
por la legislación anterior. No obstante, si el particular y la Entidad afectados por la expropiación •lo
solicitaren durante la tramitación del expediente y una vez en vigor esta Ley, será aplicable la nueva
legislación, siguiéndose, en ese supuesto, los trámites y normas que en la misma se establecen.,
Dada en el_ Palacio de El Pardo a dieciséis de diciembre de% mil novecientos cincuenta y cuatro.
FRANCISCO FRANCO
(Del B. O. del Estado núm. 351, pág. 8.261.)




Destinos.--Se dispone que los Alféreces de Navío
de la Reserva Naval Activa nombrados por Orden
Ministerial de 9 de noviembre de 1954 (D. O. nú
mero 257) que a continuación se relacionan, pasen
a los destinos que al frente de cada-uno de ellos
se indica :
jósé Vaca Rubio.—Crucero Galicia (Tercera
División).
D Eduardo Pasquín y de Flórez.—Crucero Gali
cia (Tercera Div,isión).
D. Joaquín Alegre Rodríguez. —trucero Miguel
de Cervantes (Segunda División).
D. Cristóbal Bohórquez García.—Crucero Miguel'
de Cervantes 1S-egundá División).
D. Manuel -García Calama.— Crucero Canarias
(Flota).
D. Vicente Bermejo Martínez.----Crucero Canarias
(Flota).
D. José -Félix y Jiménez. —Crucero Almirante
Cervera (Primera División).
D. Máximiliano Valcárcel Fernández. Crucero
Almirante Cervera -(Primera División).
Román Gutiérrez Guijarro.—Crucero Mindez
Núñez.—Flota.
f
Estos destinos se confieren con carácter forzoso
a todos los efectos.
Madrid, 20 de diciembre de 1954.
MOREI■TO
Excmos. Sres. Capitanes Gen,erales de los Departa
, mentos Marítimos de El Ferrol del Caudillo, Cá
,
diz y Cartagena y Vicealmirante Jefe del Servicio
de Personal.
Cuerpo de Subbficiales y- asimilados.
Destinos.—Se dispone que el Sargento Fogonero
D. Manuel Vergara Castro' desembarque del crucero
Alinirante Cervera y embarque en el buque-escuela
Galatea,. en el que ocupará plaza de Mecánico se
gundo.
•
Este destino se confiere con carácter forzoso a
todos los efectos.






Permutas de destino.—:Se concede permuta en sus
actuales destinos a los Sargentos Fogoneros D. Be
nigno Picos Villar y D. Antonio López Rodríguez,
de las dotaciones del destructor Jorge Juan y caño
nero Sarmiento de Gam'boa, respectivamente.
Madrid, 20 de diciembre de 1954.
MORENO
Excrnos. Sres. Capitán General del Departamento
Marítimo de El Ferrol del Caudillo, Comandante






Ingreso definitivo en la R?serva Naval.—Por haber
sido declarados "aptos" en el cursillo de capacitación
que determina el artículo 40 del Reglamento apro
bado por Orden Ministerial de 23 de febrero de 1949
(a O. núm. 77), y de acuerdo con -lo dispuesto
en el artículo 43 del mismo, se nombra, con carácter
definitivo. Mecánico Mayor v Radiotelegrafista Ma
yor de la Reserva Naval a los provisionales que a
continuación se -expresan, con la
"
antigüedad de su
nombramiento 'como tales, debiendo escalafonarse- a
continuación de los de su mismo empleo que se in
dican.:
ar
Mecá7nico Mayor de ;a Reserva Naval.
D. Juan Ramírez Icaza.—A continuación del de
su mismo empleo •D. Eduardo González Albo.
•
Radiotelegrafista Mayor de la -Reserva Naval.
D. Luis Corcuera Corcuera.—A contitivación del
de su rnismo empleo D. José María Guilera Sardá.





Ayudantes Instructores.—A pi-opuesta del Caol
tán General del Departamento Marítimo de Cádiz,
'se nombra Ayudante Instructor para los cursos in
tensivos de inglés al Auxiliar segundo del Cuerpo
Auxiliar
, de los Servicios Técnicos de la Armada
(Electricista) don José Rodríguez Fernández.
Madrid, 20 de diciembre de 1954.
1\1101ENO
Excmos. Sres. Capitán General del Departamento
Marítimo de Cádiz, Almirantes jefes del Servicio
de Personal y de Instrucción y General jefe Su
.perior de Contabilidad.
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Cuerpos Patentados.
Tribuykiles de exámenes.—Se dispone que los Tribunales para los exámenes de ascenso al empleo inmediato del personal de Soldados y Cabos segundosEspecialistas de Infantería de Marina, convocados
por Orden Ministerial de 14 de octubre de 1954(D. O. núm. 236), queden constituídos en la forma
siguiente :
Departamento Marítimo de Cádiz, Base Navalde Canarias y Tercera División de la Flota.
Presitlente. — Teniente Coronel de Infantería deMarina D. Francisco Vázquez Domínguez.Vocales. — Comandante de Infantería de Marina
D. Alvaro de Medina ,v .Fernández Castro y Capitanes de Infantería de Marina D. Juan Azcára.te Ro
dríguez y D. Ignacio Abréu Fernández.
Secretario.—Capitán de Infantería de Marina don
Víctór Martín Giorla.
Departamento Marítimo de Cartagena, Base Nava.
de Baleares, Segunda División de la Flota
y Jurisdicción Central. -
Presidente. — Teniente Coronel de Infantería dé
Marina D. Ramón Maroto Vendrellf
Vocales. — Comandante de Infantería de Marina
D. Inocencio Gómez Fernández y Capitanes de In
fantería de Marina D. Adolfo Rodríguez Caravaca
y D. Antonio Silvar Casal.
Secretario.—Capitán de Infantería de Marina don
Antonio Gómez Ortega.
Departamento Marítimo de El Ferrol del Caudillo,
- Grupo de Mando y Primera División de la Flota-.
Presidente. — Teniente Coronel de Infantería de
Marina D. Ramón Calderón de Ahumada.
Vocales. — Comandante ele Infantería de Marina
D. Ignacio Pardo Rille y Capitanes de Infantería de
Marina D. Manuel Lafuente Almazán y D. Argimiro
Allegue Regueiro.
Secretario.—Capitán de Infantería de Marina don
Ramiro San Marín Deza.
•





Cursos de especialización en la Escuela Central de
Educación Física de Toledo.—Se amplía la Orden
Ministerial de 27 de septiembre de 1954 (D. O. nú
mero 222), que nombró para efectuar el curso de
especialización en la Escuela Central de Educación
Número 291,
Física de Toledo a los Tenientes y Sargentos de Infantería de Marina que en la misma figuran, en elsentido de que estos Oficiales y Suboficiales, duranteel -curso que efectúan, quedan, a efectos administrativos, a las órdenes del Almirante Jefe de la Jurisdicción Central, percibiendo sus haberes por la Habilitación General del Ministerio.
Madrid, 20 de diciembre de 1954.
Excmos. Sres.
. . .
Sres. . . .
MORENO
Nombramientos.—Corno resultado de las ópósicio
nes para ingreso en el Cuerpo de Intervención de la
Armada, convocadas por Orden Ministerial de 17 de
mayo último (D. O. 'núm. 113), se nombra Alféreces
Alumnos de dicho Cuerpo, por el orden que se ex
presa, que es el de censuras obtenidas, y con antigüedad; a todos los efectos, de 10 de enero de 1955,
a los siguientes opositores : •
1. D. José Luis Manzano Verea.
2. D. Enrique Moréu Curbera.
Los citados Alféreces-Alumnos harán su presentación en la Escuela Naval Militar el_día 10 de enero
próximo, para efectuar el cursillo y posteriormenteel período de embarco dispuesto en ,vel artículo 15
de la citada Orden Ministerial, debiendo cumplimen
tar previamente lo que sobre vestuario dispone la
Orden Ministerial de 21 de enero de 1946 (D. O. nú
mero 19).







Nombramientos.—Por reunir las condiciones es
tablecidas en el artículo 31 del Reglamento para la
formación de las Escalas de Complemento de la Ar
mada, rectificado por Ordenes Ministeriales de 30 de
noviembre de 1946 y 28 de febrero de 1950 (D. O. nú
meros 267 y 54, respectivámente), se promueve a los
empleos que a continuación se expresan, con la an
tigüedad que al frente de cada uno se indica, fecha
en que terminaron el período de prácticas reglamen
tario, a los Oficiales provisionales siguientes :
A Teniente de la Escala' de.Complem,ento del Cuerpo
de Ingenieros de Armas Navales.
D. Jaime Mont Condom.—Antigüedad de 15 de
octubre último.
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A Tenientes de la Escala de Complemento del Cuerpo
de Intendencia de la Armada.
*
D. José A. Rosendo Antón.—Antigüedad de 29 de
noviembre último.
a José Ramón Canos, Penaba.—Antigüedad de
1 de diciembre actual.





NomWamiento t prácticas.—Por reunir lás condi
ciones establecidas en el artículo 13 del Reglamento
para la formación de las Escalas de Complemento
de la Armada, rectificado por Orden Ministerial de
30 de n.óviembre de 1946 (D. O. núm. 267 ), se
nombra Oficiales provisionales de la Escala de Com
plemento de los Cuerpos de la Armada que se ex
presan a los siguientes Cabos primeros, declarados
"aptos" para dicho empleo p.or Ordeñes Ministeria
les de 14 de noviembre de 1952 y 24 de noviembre
de 1953 (D. O. núms. 263 y 268):
A Alférez de Navío provisional (Especialidad
Artillería).
tgir.




A Teniente provisional del Cuerpo • de Infantería
de Marina.
D. Manuel Rotaeche Ozámiz.—Tercio de Levante.
A Teniente Médico provisional del Cuerpo
de Sanidad.
D. Manuel Riudor Sans.—Hospital de Marina del
Departamento Marítimo de Cartagena.
Estos Oficiales deberán efectuar las prácticas que
determina el artículo 31 del citado Reglamento en
la División y Dependencias que al frente de los mis
mos se indica, durante el período comprendido entre
las fechas ele 15 de enero y 15 de mayo de 1955.
Madrid, 20 de diciembre de 1954.




Nombramiento y prácticas.—Por reunir las condi
ciones establecidas en el artículo 13 del Reglamento
para la formación de las Escalas de Complemento
de la Armada, rectificado por Orden Ministerial de
30 de noviembre dé 1946 (D. O. nún-i. 267), ya pro
puesta de la Jefatura de Instrucción, se nombra Con
destable segundo provisional de la Escala de Com
plemento al Cabo primero (Perito Industrial Quí
mico), declarado "apto" para dicho empleo por Orden
Ministerial de 24 de noviembre de 1953 (D. O. nú
mero 268), don Esteban Ramoneda Corominas.
Este Suboficial deberá efectuar las -prácticas que
determina el artículo 31 del citado Reglamento en el
Arsenal del Departamento Marítimo de Cartagena
y durante el período comprendido entre las fechas
de 15 de enero y 15 de mayo del' ario 1955.
Madrid, 20 de diciembre de 1954.
Excmos. Sres: .




Bonificación del 20 por 100 del sueldo por per
manencia en submarinos. —De conformidad con lo
propuesto por la Jefatura Superior de Contabilidad
y lo informado por la Intervención Central, con arre
glo a lo dispuesto en la regla sexta del artículo 1.°
del Decreto de 22 de enero de 1936 (D. O. nú
mero 21), modificada por el Decreto de 16 de fe
brero de 1951 (D. O. núm. 52) y Ordenes Minis
teriales de 17 de octubre de 1941 (D. O. núm. 239)
y 19 de enero de 1952 (D. O. núm. 20), he resuelto
reconocer al Torpedista primero D. Ramón López
Méndez derecho al percibo de la bonificación del 20
por 100 del sueldo de su actual empleo durante ocho
arios, a partir del día 1 de noviembre de 1954, pri
mera revista siguiente a la fecha de su desembarco
_
de buques submarinos en 13 de octubre de 1954, por
su permanencia en dichos buques durante ocho años,
dos meses y seis días.
Esta bonificación de-berá finalizar el día 31 de oc
tubre de 1962, sobrándole a efectos de cómputo de
tiempo para posterior concesión, a tenor de la cita
da Orden' 1VIinisterial de 17 de octubre de 1941
(D. O. núm. 239), dos meses y seis días.




Beneficios económicos.—Vista la instancia elevada
por el Músico de segunda clase de Infantería de Ma
rina José Hermida Sánchez, en súplica de que le
Págiria 1106. DIARIO OFICIAL DEL MINISTERIO DE MARINA - Número 291.
sean 'otorgados los beneficios que previene el artículo- 16 del vigente Reglamento de Bandas de Música,Trompetas y Tambores de la Armada de 19 de diciembre de 1949_ (D. O. núm. 294) para los de suclase, de conformidad con lo informado por la Jefatura Superior de Contabilidad e Intervención Cen
tral, he resuelto se reconozcan al promovente„ a partir del día 1 de septiembre del ario en curso, loshaberes correspondientes al empleo de Brigada deInfantería de .1\Iarina..








Cruz del Mérito Naval.--A propuesta qlel Coman
dante 1■Iilitar de iNlarina de Mallorca,_ que hace suya
el Comandante General de la Base Naval de Balea
res, y de conformidad con la Junta de Clasificación
v Recompensas, vengo en conceder la Cruz del Mé
rito Naval de primera clase, - con distintivb blanco,
al Primer -Maquinista Naval D. Antonio Puig Amen
gual, como prtieba de reconocimiento al celo y la
boriosidad puestos de manifiesto en su destino como
Profesor y Director de la Escuela de Náutica de
Palma de Mallorca.
Madrid, 20 de diciembre de 1954.




Medalla de Sufrimiento-s por la Patria. Visto
expediente. incoado al efecto, y de conformidad con
lo informado por la Asesoría General y Junta de Cla
sificación y Recompensas, vengo en conceder al Ca
pellán primero de la Armada D. Abilio Piédrola Gas
tón la Medalla de Sufrimientos por la Patria, como
lesionado en acto del servicio calificación de m'e
nos grave y con ciento tres días de curación. Con
cesión que llevará aneja el percibo de la dieta re
glamentaria de su empleo durante los quince prime
ros días de curación, el devengo de la asignación de
residencia eventual por los ochenta y ocho días res
tantes más el 10 por 100 de su sueldo anual por una
sola vez. Todo con arreglo a lo que determina el Re
glamento de 15 de marzo de 1940 (D. O. núm. 84)
y Orden Ministerial de 9 de junio de 1952 (D. O. nú
mero 135).
• Madrid, .20 de diciembre de 1954.
Excmos. Sres. ...
Sres. . . .
MORENO
Medalla -de Sufrimientos por la Patria.—Visto el
expediente incoado al efecto, y de conformidad conlo informado por la Asesoría General y junta de Cla,sificación y Recompensas, vengo en conceder al -Con
destáblé primero del Cuerpo de. Suboficiales D. Rafael Balderas Moraga la. Medalla de Sufrimientos porla Patria, como herido en acto del servido, con calificación de grave y con trescientos cincuenta y sietedías de curación. Concesión que lleva aneja el percibode la dieta reglamentaria de su empleo durante los
quince primeros días de curación, el devengo de la
asignación de residencia eventual por los trescientos
cuarenta y dos, días restantes 'más el 15 por 100 de
su sueldo anual por una sola vez. Todo con arreglo
a lo que determina, el Reglamento de 15 de marzo
de 1940 (D. .0. núm. 84) y Orden Ministerial de
9 de junio de 1952 (D. O. núm.. 135).




Sres. . . .
Visto el expediente incoado al efecto, y de conformidad con lo informado por la Asesoría General
y Junta de Clasificación y Recompensas, vengo enconceder al Torpedista Mayor D. Salvador Donato
Alonso la Medalla de Sufrimientos por la Patria,
como herido-en acto del servicio en la Escuela Naval
Militan, con calificación de menos grave y con se
senta y un días de curación. Concesión que lleva
aneja el percibo de • la dieta reglamentaria de su
empleo durante los quince primeros días de curación,
el devengo de la asignación de residencia eventual
por los cuarenta y seis días restantes más el 5 por 100
de su sueldo anual por una sola vez. Todo con arre
glo a lo que determina el Reglamento de 15 de marzo
de 1940 (D. O. núm. 84) y Orden Ministerial de
9 de junio de 1952 (D. O. núm. 135);
Madrid, 20 de diciembre de 1954.
MORENO




Situaciones.--- A instancia del interesado, y de
acuerdo con lo propuesto por la Dirección General
del Instituto Español de Oceanografía, dispongo que
D. Ricardo Salcedo Gumucio, 4udante de , Labora
torio del citado Instituto, en situación\de "exceden
cia voluntaria", pase a la situación de "servicio ac
tivo",
Madrid, 20 de diciembre de 1954.
MORENO
Excmo. Sr. Director General del Instituto Español
de Oceanografía.
Sres. .
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ORDENES DE OTROS MINISTERIOS
Presidencia del Gobierno.
Conclusión a la Orden de 6 de dicientbre de 1954
por la.que se ,anuncian las vacantes puestas a dis
posición de la Junta Calificadora de aspirantesia
destinos civiles .y que constituyen el concurso nú
mero 10. -
Lugo.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Lugo, dotada igual que la anterior,
excepto el jorual base; que es de 2210, y la resi
dencia es en Mesón No'vo, término municipal de
Fonsagrada.
Lugo.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Lugo, dotada igual qué la anterior, y
la residencia es en Orjais, término municipal de
Quiroga.
Lugo.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Lugo, dotada igual que la anterior, y
la residencia es en-Freijeiro, término municipal de
uiroga.
Pontevedra.—Una de Peón Vigilante de Montes en
la Diputación de Pontevedra, dotada igual que la
anterior, excepto el jornal base, que es de 16,20 pe
setas, y la residencia es en Parada, término muni
cipal de Sillada.
Pontevedra.—Una de Peón Vigilante de Montes en
en la Diputación de Pontevedra, dotada igual que
la anterior, V la residencia es en Quideza, térmi
no municipal de Cerdedo.
Pontevedra.—Una de Peón Vigilante de Montes en
la Diputación de Pontevedra, dotada igual que la•
anterior, y la residencia es en Jiesta, término mu
nicipal de La Lama.
Pontevedra.—Una (le Peón Vigilante de Montes en
la Diputación de Pontevedra, dotada igual que la
anterior, y la residencia es en Escuadra, término
Municipal de La Lama,
Teruel.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Teruel, dotada igual que- la anterior,
excepto el jornal base, que es de 15,10 f)esetas, y
la residencia es en • Masía de Escorihuela, térmi:
no . municipal de Escorihuera7Para1ejos.
Tema—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Teruel, dotada igual que la anterior,
y la residencia es en Los Meses de Crivillán, tér
mino municipal de Crivillán.
Teruel.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Teruel, dotada igual que la anterior,
y la residencia es en Castejón de Tornos, término
municipal de Busbaguena. -
Orense.—Una de Peón Vigilante de Montés en la
Diputación de Orense, dotada igual que la ante
rior, excepto el jornal base, que es de 22,15 pese
tas, y la residencia es en La Fraga, término mu
nicipal de Lobera.
Orense.—Una de. Peón Vigilante de Montes en la
Diputación de Orense, dotada igual que la ante
rior, y la residencia es en Riomao, término .mu
nicipal de La Vega.
*Orense.—Una de Peón Vigilante de' Montes en 1a
Diputación de Orense, dotada igual que la. ante
rior, y la residencia es en Pedroso, término mu
nicipal de Ríos.
Oviedo.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Diputación- de Oviedo, dotada igual que la ante
rior, excepto el jornal base, que es de 22,75 pese
tas, y la residencia es en Pefiafuente, término mu
nicipal de Grandas de Salime.
Oviedó.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
- Diputación de Oviedo, dotada igual que la ante
rior, y la residencia es en Fonteta, término mu
nicipal de Mande.
Oviedo.—Una de Peón Vigilante de -Montes en la
Diputación de Oviedo, dotada igual que la ante
rior, y la residencia es en Parada, término muni-1
- cipal de Allande.
Oviedo.--Una de Peón Vigilante de Montes en la
Diputación ,de Oviedo, dotada igual que la ante
rior, y ta residencia es en Santa Coloma, término
municipal de Mandé.,
óviedo.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Diputación de Oviedo, dotada igual que la ante
rior, y la residencia es en Businán, término munici
pal de Tineo.
•Oviedo.--Una de Peón Vigilante de Montes en la
Diputación de Oviedo, dotada igual que la ante
rior, y la residencia es en Fuentes, término mu
nicipal de Parrés.
Oviedo.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Diputación de Oviedo, dotada igual que la ante
.
rior, v la residencia es en Pifiares, término mu
nicipal de Aller.
Alicante,--Una de Peón Vigilante de Montes en el
Distyito Forestal, dotada igual que la anterior, ex
cepto el jornal base, que es de 15,60 pesetas, y la
residencia es en Confrides, tél=mino municipal de
Bonasúa.
Záragoza.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Aragón, dotada igual que la anterior,
-excepto el jornal base, que es de 17,55 pesetas, y
la residencia, que es en Embus.
Zaragoza.--Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Aragón, dotada igual que la anterior,
y la residencia es en Ruesca.
Zaragoza.—Una de Peón Vigilante de Montes en
la Brigada de Aragón, dotada igual que la ante
rior, y la' residenciu es en Pastriz.
Toledo.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Brigada de Ciudad.Real-Toledo, dotada igual que la
anterior, excepto el jornal base, que es de 15,15 pe
setas, y la residencia en Sevilleja.
Valencia.—Una de Peón Vigilante de Montes en
la Segunda División Hidrológico Forestal, dota
da igual que la anterior excepto el jornal base,
que se de 15,65 pesetas, y la residencia en Fon
tallares (Casa forestal) .
Valencia.—Una de Peón Vigilante d9 Montes en
la Segunda División Hidrológico Forestal, dota
da igual que la anterior, y la residencia es en Al
baida (Casa forestal).
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Valencia.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Segunda División Hidrolelico Forestal, dotada
igual que la anterior, y la residencia es en Pinet.
Valencia.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Segunda División Eidrológico Forestal, dotada
igual que la anterior, y la residencia .es en Buñol.
Valencia.—Una de Peón Vigilante de Montes en la
Segunda Divisiqn Hidrológico Forestal, dotada
igual que la anterior, y la residencia es en Beniajar.
Valladolid.—Una de Peón Vigilante de Montes en
el Distrito Forestal, dotada igual que la anterior,
excepto el jornal base, que es de 11,50 pesetas, y
la residencia es en Cabezón, término municipal de_
Cabezón de Pisuerga.
Valladolid.—Una de Peón Vigilante de Montes en
el Distrito Forestal, dotada igual que la anterior,
y la residencia es en Esguevillas.
Observaciones a las vacantes de Peones Vigilan
tes de Montes convocadas en este concurso.—Los
lugares de residencia que se señalan podrán variar
pot' necesidades del servicio o a causa de modifica
ciones en la distribución entre los Peones de los mon
tes que han de custodiar, siendo gratuita la vivienda
únicamente en las residencias de Casa forestal.
Ministerio de la Gobernación.
Leganés (Madrid ).—Una de Mozo de Servicios en
el Manicomio de Santa Isabel, dotada con pese
tas 17,95 de jornal diario, más dos pagas extraor
dinarias.
Diputaciones Provinciales.
Lugo. Una de Cuidador del Hospital Psiquiátrico
de "San Rafael", en Castro de Riberas dei.Lea, do
tada con 18 pesetas diarias de jornal y 6Q jorna -
les en concepto de pagas extraordinarias.
Nota.—Al personal que le sean adjudicadas es
tas vacantes cobrará todos los devengos de las mis
mas si son Cabos primeros.
Al personal comprendido en la norma C), apar
tado b) de esta Orden, cobrará lo dispuesto en la
norma B ), epígrafe "Devengos", apartado a ) de la
misma.
Clase cuarta (otros destinos).
DESTIN-0 ; LOCALIDAD ; VACANTES : NúMERO Y CLASE •
DEVENGOS Y OBSERVACIONES,
Junta Nacional de Hermandades.—Hermandades
Sindicales Locales de Labradores y Ganaderos.
Lobón (Badajoz).—Una de Guarda Rural, dotada
con 486,66 pesetas de sueldo mensual, más cuatro
pagas extraordinarias de una mensualidad cada una.
Bujalance (Córdoba ).—Una de Guarda Rural, do
tada con 23,75 pesetas de jornal diario, más gra
tificaciones de 18 de julio y Navidad de siete días
cada una.
Montalbán (Córdoba).—Dos de Guarda Rural, do
tadas igual que la anterior.
Larva (Jaén).—Una de Guarda Rural, dotada con
5.400 pesetas de sueldo anual, más 1,350 pesetas
corno plus de carestía de vida y 315 pesetas de
gratificación extraordinaria.
Alfarnátejo ( Málaga ).—Una de Guarda Rural, do
tada con 7.200 pesetas de sueldo anual y dos gra
tificaciones extraordinarias de 300 pesetas cada una.
Luceni_ (Zaragoza ) .—Una de Guarda Rural, dota
da con 19 pesetas de jornal diario y gratificacio
nes de 18 de julio y Navidad, equivalentes á siete
días cada una.
Hospital Militar "Gómez Ulla".
Tetuán. Una de Mozo de Almacén, dotada éon
430 pesetas de sueldo mensual, 107,50 pesetas de
plus de carestía de vida, una paga extraordinaria
en Navidad y media en 18 de julio.
Tetuán.—Una de Mozo de Limpieza, dotada igual
que la anterior.
Tetuán.—Una de Mozo de Clínica, dotada igual que
la anterior.
Fábrica Nacional de Arias de Palencia.
Palencia.—Una de Vjgilanté, dotada con 374 pese
tas de sueldo ménsual, horas extraordinarias, plus
de carestía de vida y pagas extraordinarias.
Patronato de Casas Militares.
Pamplona.—Una de Portero, dotada con 175 pesetas
mensuales, quinquenios de 300 pesetas anuales,
- vivienda gratuita , y 10 pesetas para luz.
Junta Nacional de Hermandades.—Hermandades
Sindicales Locales de Labradores y Ganaderos.
Salinas de Afíana (Alava).—Una de Guarda Rural,
dotada con 6.000 pesetas de sueldo anual y dos
pagas extraordinarias.
Sóller (Baleares).—Una de Guarda Rural, dotada
con 16,16 pesetas de jornal diario, más dos -gra
tificacionss extraordinarias equivalentes a treinta
días dé jornal cada una.
La Secuita (Tarragona).—Vna de Guarda Rural,
dotada con 19,25 pesetas de jornal diario-en total,
incluidas ya gratificaciones extraordinarias y pluses.
Ariza (Zaragoza).—Una de Guarda Rural, dotada
con 5.850 pesetas de sueldo total, incluidas ya gra
ficaciones extraordinarias y pluses.
Nota.—Al personal que le sean adjudicadal es
tas vacantes cobrará todos los devengos de las mis
mas, si son Cabos primeros. El. personal compren
dido en la norma C), apartado b) de esta Orden,
cobrará lo dispuesto en la norma B), epígrafe "De
vengos", apartado b) de la misma,
(Del B. O. -del Estado núms. 351 y 352, pági
nas 8.293 y 8.330.)
-
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menor respeto a la función social de esa -propiedad, al procurar ordenar un procedimiento que permitl
hacer posible la expropiación en favor de un particular con garantía en el cumplimiento de la
fina
lidad impuesta por la Ley.
Los límites estrictos que configuran esta expropiación vienen decididos por la exigencia de que la
función social de la propiedad de que se trate, -haya sido en concreto determinada pul-
uña Ley o, a lo
sumo, que haya sido una Ley la que hubiera establecido el interés social concreto
de una categoría
de bienes, facultando a la AdMinistración para considerar los casos concretos de aplicación de la propia
Ley. No se trata, pues, Según claramente se precisa en la Ley, de dejar toda propiedad supeditada
a la eventualidad de una expropiación por un interés social indefinido o enunciado de modo
abstrac
to, sino simplemente de aquel caso en que la Ley fija al propietario una directiva concreta y le
con
mina con la expropiación, para el supuesto de que lo incumpla. Con ello puede asegurarse que
la Ley
no da en ese punto ni un paso más allá en el orden de las determinaciones político-sociales, sino que se
mantiene estrictamente en la línea que ha alcanzado ya la
• legislación -Vigente. La contribución de la Ley
puede decirse que es, a este respecto, de orden puramente técnico, viniendo
a. generalizar un procedi
miento para todos estos casos, a fin de evitar el inconveniente
de que el legislador tenga que impro
visarlo cada vez que 'por razones político-sociales ex tienda la aplicación del principio de la función so
cial de la propiedad. •
La estructuración de este procedimiento no ha sido, ni mucho menos, tarea fácil. Una pauta legal
inteligente debe partir, en este punto, de la consideración de que sólo la concurrencia,
en alguna me
dida, del interés social legalmente establecido con el interés del particular fundado en la racional expec
tativa de un beneficio, puede estimular la adquisición del bien de que se trata en el caso de que el titu
lar, por dejación o por cualquier otro motivo, desoiga el mandato de la Lev. Normalmente, sólo
la Ad
ministvación impone a su costa la utilización de un patrimonio, inciuso con sacrificio económico, para
cumplir una función de interés social. Esto sentado, se ha estimado que el procedimiento de subastas
progresivas con tipos de licitación decreciente es el único, aun cuando en sí
mismo no sea ideal, para
conseguir actualizar la finalidad social siempre que, siquiera sea en grado mínimo, pueda ser compati
ble con ella tllT interés o beneficio del adquirente.'
Especial interés ha dedicado la Ley a las expropiaciones que implican •traslado de pobladones
mo
tivado por obras públicas de cierta envergadura. La /materia ha sido hasta
la fecha objeto de medidas
adoptadas _ante cada caso, y la reiteraciórí de éstos por la política de transforinación
de nuestra eco
nomía acometida por el Estado, denuncia la necesidad de normas generales. La Ley no podía elu
dir, puesto que entran en el ámbito de la expropiación, los problemas técnicos que singulamente
en or
den al sistema de garantías suscitan estos traslados en masa, y aun cuando haya de contarse aquí
con
un desarrollo reglamentario muy cuidadoso, las líneas básicas • de la regulación es obligado que figuren
en la Ley.
•
En otro orden de cosas, era del mayor interés considerar la posibilidad de llevar, si no a una uni
dad de normas, sí al menos a un principio legislativo común, aquella- legislación que en los últimos años
ha venido surgiendo como eficaz instrumento de la acción social del Estado en' 1 orden agrario.
Pero
hubiera sido' poco Conveniente intentar modificaciones de gran alcance
en el procedimiento expropia
torio que utiliza para el cumplimiento de sus fines el Instituto Nacional de Colonización, máxime
cuan
do recientemente, con ocasión de la Lev de Transformación y Distribución de la Propiedad de las
grandes Zonas regables, se han llevado a
• cabo las reformas precisas en la materia para conseguir una
tramitación .eficaz.
El capítulo dedicado a la expropiación por entidades locales no altera fundamentalmente la legis
lación hasta ahora vigente, sino en cuanto ésta pudiera remitirse a la legislación general de expro
piación, respetándose las especialidades de la reciente Ley de régimen local.
Los otros dos procedimientos especiales previstos, el de la expropiación que tenga por objeto bienes
de valor artístico, histórico y arqueológico, y el referente a expropiaciones por la Administración mili
tar, no suponen modificaciones de alcance significativo sobre la legislación hasta
ahora vigente en la
materia. Su inclusión en tal concepto de procedimientos especiales responde exclusivamente al va ra
zonado criterio de moderar en lo posible la dispersión de las normas legales y reglamentarias que re
gulan la expropiación. -
IV. Indemnizaciones por ocupación temporal y otros daños.
Asimismo, fuera de ligerísimas alteraciones de redacción para conseguir una concordancia en el
contexto legal o para adaptar los preceptos a la denominación v competencia actual de Autoridades y
Organismos la materia de ocupaciones temporales, aparece en la Ley reproduciendo prácticamente
las
normas de la le.gislación hasta ahora vigente. No obstante, en atención al mismo principio de actua--
ción del interés social; se ha configurado también como supuesto de ocupación el caso' de que la Ad
ministración, nó habiendo atendido el propietario la finalidad social; del bien de su propiedad, tal
Página .2.086. DIARIO OFICIAL DEL MINISTERIO DE MARINA Número 291.
como estuviera legalmente establecida, estimara conveniente, en vez de proceder,a la expropiación, ocupar aquélla a fin de realizar. los trabajos precisos para hacer efectiva la aplicación o destino consiliados por la Ley. Tampoco .en este punto se hace otra cosa que intentar un á construcción general denumerosos preceptos aislados que han establecido esta solución para casos concretos. La indemnización se determina aquí automáticamente, mediante el abono de una renta apreciada en el valor del líquidoimponible. La severidad que en este caso rige la -compensación obedece a que de una u otra manera
se parte de una infracción dé la Ley por el plr'ticular que deja incumblicla la directiva social-. Asimis
mo,, se ha previsto que la -Administración se reintegre adectiadamerite de su actividad caso de conse
guirse mejoras, como será lo más frecuente. También se ha induído en este capítulo la Intervenciónestatal de empresas mercantiles, en los supuestos. excepcionales que contempla, de acuerdo con la le-.gislación vigente.
En el Capítulo segundo del Título ÍV se ha intentado formular bases legales de la- :teoría, razonada alprincipio, de la indemnización por daños. A lo dicho en aquel lugar conviene añadir ahora que los criterios adoptados •se inspiran en hormas aisladas de nuestra legislación, á la que 'le falta una formulación
explícita del principio de responsabildad, bien que por lo demás no sean numerosas tales normas.
- Prescindiendo del artículo ciento, veinte, en que Ise regula la indemnización por daños producidos a
consecuencia de las medidas que las Autoridades civiles consideraren imprescindibles por graves razonesde orden o seguridad públicos, epidemias, inundaciones, etc., con lo que,no se hace sino dar una formasistemática á preceptos aislados del Reglamento de Epizootias v. de la Ley de Aguas, intentando una
generalización más comprensiva, debe
'
hacerse una advertencia importante : la previsión contenida en
el artículo ciento veintiuno 'de indemnizar las lesions provocadas .por el funcionamiento normal o anormal dé los servicios públicos o la adopción de medidas que, corno discrecionales, no sean impugnables
en vía- contenciosa,' no se formula con alcance v términos ilimitados, sino' que éstrictamente se contraen
a las lesiones sobre los bienés y derechos objeto de la Ley- de Expropiación ; en otra forma, no se hace
sino extender el principio de la justa indemnización, desde la privación jurídica de la propiedad por
razón de utilidad pública a la privación o menoscabo de la .misma acaecida de hecho, como inevitable
efecto de la acción administrativa.' Ir más allá hubiera sido desbordar los 'límites técnicos que sel objeto
impone a una Ley de Expropiación.
V. Garantías jurisdiccionales.
En la medida en que la Ley ht apreciado la n-zcesidad de configurar la expropiación, cbnsiderando
todo el campo a que hoy se extiende la acción de la Administración, se ha hecho cargo de la necesidad
de compensar jurídicamente tan amplio desarrollo con un sitema eficaz de garantías, que fueran la pro
yección técnica del solemne principio consagrado 'por el artículo treinta y dos del Fuero dé los Españoles.
La expropiación irregular, cuyo, concepto se construye en el artículo ciento- veinticinco, dentro de los
límites de las garantías del artículo citado del Fuero, ha sido tratada, conforme al criterio tradicional de
nuestra legislación, cómo un caso en el qiie la normal excepción que defiende a la Administración frente
a los interdictos es, a su vez, objeto de excepción. Y dentro del supuesto dé expropiación rió regular
se 1-ia incluido como caso concreto el de vició en el procedimiento expropiatorio declarado por 'senten
cia firme, siendo aquél de tal entidad que impidiere a la Administración la legal ocupación del bien.
L4 especial mención de las acciones posesorias no implica- imposibilidad' de utilizar otros medios
procesales reconocidos por las Leyes. sino, que, como se, ha dicho, aquella mención resulta obligada
a fin de neutralizar la regla general prohibitiva de los interdictos contra la Administración. Por ello, y
por aducir un ejemplo concreto, se ha omitido toda _referencia al procedimiento del artículo cuarenta y
uno de la Ley Hipotecara, ya que, habiéndose reconocido por distintas vías que puede utilizarse contra
la Administración-, era innecesario aludir al mismo de modo -expreso.
Cuidadosamente se ha estudiado la conveniencia de mantener o no el límite mínimo de lesión eco
nómica de la indemnización, establecido por el artículo treinta y cinco de la LeY hasta ahora vigente,
al reconocer recursos contenciosos en cuanto al fondo, sólo para el Caso de que la lesión alcance cuando
_menos la sexta parte del verdadero justiprecio. En 51 'orden de los principios se ha estimado evidente
que, en general, si bien no es deseable supeditar la protección procesal a la entidad económica del daño,
es, desde el punto de vista de la economía procesal. negativo un sistema que obligue a poner en marcha
todo el aparato procesal, incluso faltando toda base de interés o siendo-éste insignificante. Se trata; em
pero, de una cuestión de apreciación en la que no pueden adoptarse criteriós dogmáticos.
En materia de ejecución de sentencias de la jurisdicción contenciosa no era lógicamente posible, in
tentar dar un paso sobre las normas clásicas que rigen esta jurisdicción. A ellas, pues, se remite la Ley
sin más que precisar que de la sentencia firme se remitirán copias al Departamento interesado y a
-los dé la Presidencia del Gobiérho y de Hacienda, a .los efectos de su ejecución.
En su virtud, y de conformidad con la proptiesta elaborada por las Cortes Españolas,







Artículo primero.-1. Es objeto de la presente Ley la expropiación forzosa por causa de utilidad
pública o interés social a que se refilre el artículo treinta y dos del. Fuero de lds Españoles, .en la que
se entenderá comprendida cualquier forma de privación singular de la propiedad privada o de derechos
o intereses patrimoniales _legítimos, cualesquiera qué fueran las personas o entidades a que pertenezcan,
acordada inTerativamente, ya implique venta, permuta, censo, arrendamiento, ocupación temporal o
mera cesación de- su ejercicio.
2. Quedan fuera del ámbito de esta Ley las ventas forzosas reguladas por la legislación especial
sobre abastecimientos, comercio exterior y divi¿tas.
•
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Artículo segundo.-1. La expropiación forzosa sólo podrá ser acordada por el Estado, la Provincia o
el Municipio.
2., Además podrán ser beneficiarios dé la expropiación forzosa-por causa de utilidad.pública las entida
des y_ concesionarios a los que se reconozca legalmente esta condición.
3. Por causa de interés social podrá ser beneficiario, aparte de las indicadas, cualquier persona natural
o jurídica en la que concurran los requisitos señalados .por la Ley Sespecial necesaria a estos efectos.
Artículo tercero.-1. Las actuaciones del expediehte expropiatorio se entenderán, en primer lugar,
con el propietario de la cosa o. titular del derecho objeto de la expropiación.
2. Salvo prueba en contrario. la Administración expropiante considerará propietario o titular a quien
- con este carácter conste en registros públicos que produzcan presunción de titularidad, que sólo puede ser
destruida .judicialmente, o, en su defecto, a quien aparezca cofl tal carácter en registros fiscales, o, final
,.
mente, al que lo sea Oblica y notoriamente.
Artículo cuartó.-1. Siempre que lo soliciten, acreditando su condición debidamente, se entenderán
también las diligencias, con los titulares de derechos reales e intéreses económicos direCtos sobre la cosa
expropiable, así como con los arrendatarios cuando se trate de inmuebles rústicos (.) urbanos. En este últi
mo caso se iniciará para cada -uno de los arrendatarios el respectivo expediente incidental para fijar la
indemnización que pueda corresponderle.
2. - Si de los registros que menciona el artículo terceto_resultare la existencia de los titulares a que
se refiere el párrafo anterior será preceptiva su citación en el expediente de expropiación.
Artículo quinto.-1. Seentenderán las diEgencias con el_Ministerio Fiscal cuando, efectuada la publi
cación a que se refiere el artículo dieciocho, no,comparecieren ene! expediente los propietarios o titulares,
o estuvieren» incapacitados y sin tutor o persona que les represente, o fuere la propiedad litigios'a.
2. También serán parte en el expediente quienes presenten títulos contradictorios Sobre el objeto
que se trata de expropiar.
Artículo sexto.—Los que no puedan enajenar sin- permiso o resolución judicial los bienes que adminis
tren o disfruten se considerarán, sin embargo, autorizados para verificarlo en los supuestos de la presente
,Ley. Las cantidades a que ascienda el justo precio se depositarán a disposición de la Autoridad judicial
'para que les •dé el destino previsto en las Leyes vigentes.
Artículo séptimo.—Las transmisiones de dominio o de cualesquiera otros derechos o intereses no im
pedirán la continuación de los expedientes de expropiación forzosa. Se considerará subrogado el nuevo
titular en las obligaciones y derecho del anterior.
Artículo octavo.—La cosa expropiada se adquirirá libre de Cargas. Sin embargo, podrá conservarse
algún derecho real sobre el objeto expropiado si resultase Coinpatible con el nuevo destino que haya de




De los requisitos previo,* a la expropiaOón forzos.a.
Articulo noveno.—Para proceder a la expropiación forzosa será indispensable la previa declaración
de utilidad pública o interés social del fin a que haya de afectarse el objeto expropiado.
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Artículo diez.—La utilidad pública se entiende implícita, en relación con la expropiación de inmuebles,en todos los planes de obras y servicios del Estado, Provincia y Municipio. En los demás casos en quePor Ley se haya declarado genéricamente la utilidad pública, su reconocimiento en cada caso concreto deberá hacerse por acuerdo del Consejo de Ministros, salvo que para categorías determinadas de obras, servicios o concesiones las Leyes que las regulawohubieren diSpuesto otra cosa.Artículo once.—En todos los casos no previstos en el artículo ,anterior y, relativos a bienes inmuebles,siempre que no se trate de los que con arreglo a esta Le-y se regulan .por disposición especial la declaración de utilidad pública deberá hacerse mediante Ley aprobada en Cortes.
Artículo doce.—Respecto a los bienes muebles, la utilidad pública habrá de ser declara expresa y singularmente mediante Ley en cada caso, a no ser que esta u otra Ley hayan autorizado la expropiación para una categoría especial de bienes, en cuyo supuesto bastará el acuerdo del Consejo de Ministros.Articulo trece.--E1 interés social determinante de transmisiones forzosas de cosas o derechos, a losfines específicos de los artículos treinta y treinta y uno del Fuero de los Españoles, se sujetará, en cuanto
a su declaración, al mismo procedimiento prevista en el artículo anterior.Artículo catorce.—La concesión del título de Empresa de interés nacional llevará aneja, sin más, ladeclaración de utilidad pública a efectos expropiatorios respecto a las obras y servicios que requiera elcumplimiento de sus fines.
CAPIftTLO II
De la necesidad de ,octípáción de bienes o de -adquisiCión de derechos.
Artículo quince.—Declarada la utilidad pública o el interés social, la Administración resolve-rá sobre
la necesidad concreta de ocupar los bienes O adquirir los derechos que sea:n estrictamente indispensables
para el fin de la expropiación. Mediante acuerdo del Consejo de Ministros podrán incluirse también en
tre los bienes de necesaria ocupación los que sean indispensables para previsibles •a:mpliaciones de la
obra o finalidad de que se trate.
Artículo dieciséis.—Cuando se trate de expropiar bienes de la Iglesia, se observará el régimen estable
cido al efecto en el Concordato vigente, ajustándose en lo demás a lo preceptuado en esta Ley.
Artículo diecisiete.-1. A los efectos del artículo quince, el beneficiario de la expropiación estará
obligado a formular una relación concreta e individualizada, en la- que se describan, en todos los aspectos,
material y jurídico, los bienes o derechos que considere de necesaria expropiación.
2. Cuando el proyecto de obras y servicios comprenda la descripción material detallada a que se re
fiere el párrafo anterior, la necesidad de ocupación s entenderá implícita en la aprobación del proyecto,
pero el beneficiario estará igualmente obligado a formular la mencionada relación a los solos efectos de la
determinación de los interesados.
Artículo dieciocho.-1., Recibida la relación señalada en el artículo anterior, el Gobernador civil
abrirá información pública durante un plazo de quince días.
2. Cuando se trate de expropiaciones realizadas por el Estado, dicha relación habrá de publicarse en
el Boletín Oficial del Estado y en el de la provincia reSl)eCtivav en uno de los diarios de mayor circula
ción de la provincia, si lo hubiere, comunicándose además a los Ayuntamientos en cuyo término radique
la cosa a expropiar, para que la fijen en el tablón de amincios.
Artículo diecinueve.-1. Cualquier persona podrá aportar por escrito los datos oportunos para recti
ficar posibles errores de la relación publicada u oponerse, por razones de fondo o forma, a la necesidad de
la ocupación. En este caso, indicará los motivos por los que deba considerarse preferente la ocupación
de otros bienes o la adquisición de otros derechos distintos y no comprendidos en la relación, como más
conveniente al fin que se persigue.
2. En el caso previsto en el párrafo segundo del artículo diecisite, cualquier persona podrá formular
alegaciones, a los solos efectos de subsanar posibles errores en la relación.
Artículo- veinte.—A la vista de las alegaciones formuladas por quienes comparezcan en la información
pública, el Gobernador civil, previa.s las comprobaciones que estime oportunas, resolverá, en el plazo má
ximo de veinte días, sobre la necesidad de la ocupación, describiendo en la resolución detalladamente los
bienes y derechos a que afecta la expropiación, y designando nominalmente a los interesados con los que
hayan de entenderse los suCesivos trámites-. :Sólo tendrán la condición de interesados, a estos efectos, las
personas definidas en los artículos tercero y cuarto.
•
Artículo veintiuno.-1. El acuerdo de necesidad de ocupación inicia el expediente expropiatorio.
2. Dicho acuerdo se publicará en igual forma ve la prevista en el artículo dieciocho para el acto
por el que se ordene la apertura de la información pública.
3. Además habrá de notificarse individualmente a cuantas personas aparezcan como interesadas en el
procedimiento expropiatorio,,si bien en la exclusiva parte que pueda afectarlas.
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Artículo veintidós.—.i. Contra el acuerdo de necesidad de -ocupación se dará recurso de alzada ante
el Ministerio correspondiente, que podrán interponer los interesados en el procedimiento expropiatorio,
así corno las personas que hubieran comparecido en la informaCión pública.
2. El plazo para la interposición del recurso será el de diez días, a contar desde la notificación per
sonal o desde la publicación en los -Boletines Oficiales", según los casos.
3. El recurso habrá de resolverse en el plazo de -veinte días. La interposición_del recurso de alzada
surtirá efectos suspensivos hasta tanto se dicte la resolución expresa. Contra la Orden Ministerial re
solutoria del 'recurso no cabrá reclanlar en la vía contencioso-administrativa.
Artículo veintitrés.---Cuando la expropiación implique sólo la necesidad de ocupación de una partede finca rústica o urbana, de tal modo que. a consecuencia de aquélla, resulte antieconómica para el pro
pietario la conservación de la parte de finca no, expropiada, podrá éste solicitar de la Administración quedicha expropiación comprenda la totalidad de la finca, debiendo decidirse sobre ello en el plazo de diezdías. Dicha resolución es susceptible del recurso de alzada previsto en el artículo anterior, y no se daráel recurso contencioso-administrativo, estándose a lo dispuesto en el artículo cuarenta y seis,
CAPITULO III
De la determittación del justo precio.
Artículo veinticuatro.—La Administración y el particular a quien se refiera la expropiación podránconvenir la adquisición de los bienes o derechos que son objetp de aquélla libremente y por mutuo acuer
do, en cuyo caso, una vez convenidos los términos de la adquisición amistosa, se dará por concluido el ex
pediente iniciado. En caso de que en el plazo de/quince días no se-llegara a tal acuerdo, se seguirá el procedimiento que se establece en los artículos siguientes, sin perjuicio de que en cualquier estado posterior de su tramitaCión puedan ambas partes llegar 'a dicho mutuo acuerdo.
Artículo veinticinco.—Una vez firme el acuerdo por el que se declara la necesidad de ocupación debienes o adquisición de -derechos expropiables, se procederá a determinar su justo precio.
Artículo veintiséis.-1. La -fijación del justo precio sie tramitará como pieza separada, encabezada porla exacta descripción del bien concreto que haya _de expropiarse.
2. A tal fin, se abrirá ,un expediente individual a cada uno de los propietarios de bienes expropiables.El expediente será únicó en los casos en que el Objeto de la•expropiación pertenezca en comunidad a varias personas, o cuando varios bienes constituyan una unidad económica.
Articulo veintisiete.—Se entenderá que existe unidad económica, a los efectos del_ artículo anterior :
1. Si sé trata de fincas rústicas o urbanas, cuando se hallen inscritas o fueren susceptibles de inscripción bajo un mismo número, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Hipotecaria.
2. En el supuesto de cosas muebles, cuando exista una universidad de hecho o de derecho.
Artículo veintiocho.—Si el objeto de la expropiación forzosa estuviere constituido por valores mobiliarios, se formarán tantas piezas separadas como clases de títulos hubiesen de expropiarse, atendiendo alas características que puedan influir en su valoración.
Artículo veintinueve.-1. En cada uno de los expedientes así formados, la Administración requerirá
a los propietarios para qué, en el plazo de veinte días, a contar desde el siguiente al de la notificación,
presenten hoja de aprecio, en la que se concrete el valor en que estimen el objeto que se expropia, pudiendo aducir cuantas alegaciones estimen pertinentes.
2. La valoración habrá de ser forzosamente motivada y,podrá estar avalada por la firma de un perito,
cuyos honorarios habrán de acomodarse a las tarifas que apruebe la Administración, siendo siempre estos
gastos de cuenta de los propietari9s.
Artículo treinta.-1. La Administración expropiante habrá de aceptar o rechazar la valoración de los
propietarios en igual plazo de veinte días. En el primer caso se entenderá determinado definitivamente
el justo precio, y la Administración procederá al pago denDismo, como requisito previo -a la ocupación
o disposición.
2. En el segundo supuesto, la Administración extenderá hoja de aprecio fundada del valor del objetode la expropiación, que se notificará al propietario, ,e1 cual, dentro de los diez días siguientes, podrá aceptarla lisa y llanamente o bien rechazarla, y en este segundo caso tendrá derecho a hacer las alegaciones
que /estime pertinentes, empleando los métodos valorativos que juzgue más adecuados para justificar su
Propia valoración, á los efectos del artículo cuarenta y tres, y asimismo a aportar las pruebas que consi
dere oportunas en justificación de dichas alegaciones.
Articulo treinta y uno.—Si el propietario rechazara el precio fundado ofrecido por la Administración,se pasará el expediente de justiprecio al Jurado provincial de expropiación.
Artículo treinta y dos.-1. El Jurado provincial de 'exprop- iación, que se constituirá en cada capitalde provincia, estará formado por un Presidente, que lo será el Magistrado que designe él Presidente dela Audiencia correspondiente, y los siguientes cuatro vocales :
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a) Un Abogado del Estado de la respectiva Delegación de Hacienda.•
"b) Un funcionario técnico, designado por la Jefatura Provincial o Distrito correspondiente, y quevariará según la naturaleza del bien objeto de la expropiación. Este funcionario será un Ingeniero Agró
nomo, si se trata de fincas rústicas : un Ingeniero de Caminos, cuando se trate de aprovechamientos hi
dráulicos u otros bienes propios de su especialidad ; un Ingeniero de Montes, cuando el principal aprove
chamiento de la finca expropiada sea el forestal ; un Ingeniero de Minas, en los • casos de expropiación
de concesiones mineras ; un Arquitecto al servicio _de la Hacienda, cuando la exprobiación afecte a fincas
urbanas, y un Profesor Mercantil al servicio de la Hadencia, cuandó la expropiación recaiga sobre va
lores mobiliarios: Análogo criterio de especialidad se seguirá cuando se trate cle,bienes distintos a los nu
merados.
c) Un repres,entante.'de la Cámara Oficial Sindical Agraria, cuando la 'expropiación se refiera a pro-,
piedad rústica, y un representante de la C. N. S. respectiva en los demás ca..soS.‹
d) Un Notario de libre designación por el Decano del Colegio Notarial correspondiente.
2. Se constituirán Jurados de expropiación en las ciudades de Ceuta y- Melilla, de composición aná
loga a la expresada en los párrafos anteriores, y presididos por el Juez de Primera Instancia de cada una
de dichas plazas.
Artículo, treinta y tres. 1. _ Para que los jurados ,de expropiación puedan' válidamente constituirse y
adoptar acuerdos será precisa, en primera convocatoria, la asistencia de todos sus miembros, y en segunda,
la del Presidente y dos Vocales, uno de. los cuales será el Mencionado en el apartado a) o en el b) del
artículo anterior, y el otro, el del apartado c) o el d ) de dicho- articuló.
2. Lós Jurados decidirán por mayoríá de votos sobre los asuntos objeto de su competencia.
3. En el Reglamento que se dicte en ejecución de esta Ley
•
se regulará todo lo relativo al régimen
de incompatibilidades, excusas, asistencias, dietas, que habrán de ser al cargó del expropiante, sanciones
y sustituciones de los miembros de los jurados de •expropiación.
4. Las funciones adfninistrativas y subalternas de lós Jurados que se crean por esta Ley estaráti a
cargo _del-personal adscrito a los Gobiernos Civiles, en-los que se organizarán los servicios necesarios,
actuando de Secretario de aquél -un funcionario del Cuerpo Técnico-administrativo, designado por el Go
bernador.
Artículo treinta y -cuatro.---El Jurado de expropiación, a la yista de las hojas de aprecio formula
das por los propietarios y por la Administración, decidirá ejecutoriamente sobre el justo precio que
corresponda a los bienes o derechos objeto de la expropiación, en el plazo máximo de ocho \días. Ex
cepcionalmente, podrá ser dicho plazo prorrogado, hasta quince días en total, cuando la impórtancia de
los intereses en pugna en el expediente expropiatorio aconsejen la inspección- personal sobre el terreno
de los bienes o derechos expropiables, en lo que necesariamente participarán los Vocales señalado
en los apartados b) ,c) del artículo treinta y dos de esta Ley.
Artículo treinta y cinco.-1. La resolución del jurado de expropiación habrá de ser necesariamente
motivada, razonándose los criterios de valoración seguidos por el mismoN en relación con lo dispuesto
.
en esta Ley. •
2. Esta resolución, .que se notificará a la Administración y al propietario, ultimará la vía guberna
tiva y contra la misma procederá tan sólo el recurso contenciosoadministrativo.
3. La fecha del acuerdo constituirá • el térrnino inicial para la caducidad de la valoración estableci
da en el artículo cincuenta y ocho de esta Ley.
Artículo treinta y seis.-1. Las tasaciones se efectuarán con arreglo al valor que tengan los bienes
o derechos expropiables al tiempo de iniciarse el expediente de justiprecio, sin tenerse en cuenta las
plusvalías que sean consecuencia directa -del plano o proyecto de obras -que dan lugar a la expropiación
y las previsibles para el futuro.
2. Las Mejoras realizadas con posterioridad a la incoación del expediente de expropiación no se
rán objeto de indemnización, a no ser que se'demtiestre que eran indispensables Para la conservación de
los bienes. Las anteriores son indemnizables, salvo cuando sé hubieran realizado de mala fe.
Artículo treinta y siete.—Las tasaciones del propietario, la Administración expropim-ite y el jurado
Provincial de Expropiación habrán dé ajustarse en todo caso, salvo lo previsto en el artículo cuarenta y
tres de esta Ley, a las normas de valoración que se establecen 'en los artículos siguientes,
Artículo treinta y ocho.-1. Los solares se justipreciarán en el valor que tengan asignado para los
efectos del arbitrio, municipal sobre incremento de valor de los terrenos, aumentado en un diez por
ciento, o, en su defecto, el valor en ventá fijado a efectos de' lá contribución territorial.
2. Los edificios se justipreciarán en la media aritmética que resultare del valor actual en venta de
otras fincas análogas, en el mismo Municipio, y de la capitalización al tipo del interés legal del liquido
imponible señalado para la contribución urbana. No tendrá validez, a efectos 'de esta capitalización,
todo aumento del líquido imponible producido por sdeclaraciones de renta realizadas por el propietario
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con fécha posterior a la de aprobación del provecto de reforma o urbanización que sea causa de la ex
propiación.
Artículo treinta y nueve.------E1 valor de las fincas rústicas se fijará por la media aritmética entre la
cantidad resultante de capitalizar al interés legal la renta líquida de rústica aumentada 'en un cinco o
en' un diez por-ciento, según sea cata- strada o amillarada, v- el valor en venta actual de fincas análogas
por su .clase y situación en el mismo término municipal o comarcal.
Artículo cuarenta.—Las obligaciones, acciones, cuotas y demás modalidades de participación en el
capital o en los beneficios dé empreSas mercantiles se estimarán en la media aritmética que resultes de
aplicar los siguientes criterios valorativos
1) La cotización inedia en el año anterior a la fecha de apertura del expediente.2.) La capitalización al tipo de interés legal del beneficio promedio de la Empresa en los tres ejerciciós sociales anteriores.
3) El valor teórico de los títulos objeto de expropiación. Se entenderá por valor teórico la diferencia entre activo real y pasivo exigible en el último balance aprobado.
Artículo cuarenta y uno.-1. La determinación del justo precio de las concesiones administrativas
cuya legislación especial no contenga normas de valoración en casos de expropiación o de rescate, seajustará a las reglas siguientes :
"Primera.—Cuando se trate des concesiones perpetuas de bienes de dominio público que- tengan establecido un canon •concesiona.1, se evaluará la concesión a tenor. del artículo treinta y nueve-, descontándose de la cantidad que resulte el importe capitalizado al 'interés legal del canon .concesional.
Segunda.—Cuando se trate de concesiones de servicios públicos o de concesiones mineras otorgadas
en fecha anterior a tres años, el precio se establecerá por el importe capitalizado al intérés legal de losrendimientos líquidos de la concesi‘m en los tres últimos años, teniendo en cuenta, en su caso, el plazode reversión. Sin embargo, en ningún caso el precio podrá ser inferior al valor material de las instalaciones de que disponga la concesión y\lue estén afectas a la misma, teniendo en cuenta. en el caso
de Concesiones temporales, el valor de amortización de estas instalaciones, considerando el plazo queresta para la reversión.
.Tercera. En las concesiones a que se refiere el número anterior, que llevasen menos de tres añosestablecidas o que no estuviesen en funcionamiento por estar todavía dentro del plazo de instalación, ladeterminación del precio se ajustará a las normas del artículo cuarenta y tres.'2. Las normas. del párrafo anterior serán de aplicación para la expropiación. de concesiones deminas de minerales especiales de interés militar y de minerales radiactivos, salvo en lo relativo, en cuan
to a estos últimos, a las indemnizaciones y premios por descubrimiento establecidos en la legislación especial. •
Artículo cuarenta y dos.—La determinación del justo precio de los derechos reales sobre bienes inmuebles se practicará con arreglo a las normas de valoración señaladas por la vigente legislación delimpuesto sobre derechos réales.
Artículo cuarenta -y 'tres.-1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, tanto el propietario como la Administración podrán llevar a cabo la tasación -aplicando los criterios estimativos quejuzguen más adecuados, si la evaluación practicada por las normas que en aquellos artículos se 'fijan
no resultare, a su juicio., conforme con el valor real de los bienes y derechos objeto de la expropiación,
por ser 'éste superior o inferior a aquélla. El Jurado provincial de expropiación también podrá hacer
aplicación de este artículo cuando considere que el precio obtenido con, sujeción a las reglas de los anteriores resulte notoriamente inferior o superior al valor reál de los bienes, haciendo uso de los criterios estimativos' que juzgue más adecuados.
2. Se seguirá este mismo Sistema- estimativo en los -casos de expropiación de bienes muebles que
no tengan criterio particular de valoración señalado por leyes especiales.3. En los supuestos previstos en el párrafo primero de este artículo comenzarán, desde luego, porevaluar los bienes o derechos expropiados con arreglo a las normas de valoración que se señalan en estaLey, pero al mismo tiempo po:drá proponer -el propietario o la Administración, y decidir en definitivael
•
Jurado, las rectificaciones que, a su juicio, deban ser introducidas, en alza o en. baja. en el justiprecio,fundamentando, con el mayor rigor y detalle, las modificaciones propuestas.
Artículo cuarenta y cuatro.—En los casos de expropiación de fincas- arrendadas, la Administración
o entidad expropiante hará efectiva al arrendatario, previa fijación por el Jurado de expropiación, laindemnización que corresponda, aplicándose para determinar su cuantía las normas de la legislaciónde Arrendamientos.
Artículo cuarenta y cinco. Cuando en el momento de la ocupación existan cosechas pendientes ose hubieran efectuado labores de barbechera, se indemnizará de las mismas a quien corresponda.Artículo cuarenta y seis. En el supuesto del articulo veintitrés, cuando la Administración recha
.
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ce la expropiación total, se incluirá en el justiprecio la indemnización por los perjúicios que se pro
duzcan a consecuencia de la expropiación parcial de la finca.
Artículo cuarenta y siete.—En todos los casos de' expropiación se abonará al expropiado, además
del justo precio fijado en la forma establecida en los artículos anteriores, un cinco por ciento como
premio de afección.
CAPITULO IV
Del pago y toma de posesión;
Artículo cuarenta y oc1;0.-1. Una vez _determinado el justo precio, se procederá al pago de la
cantidad que resultare en el plazo máximo de seis meses.
2. El pago se verificará precisamente . en dinero y previa acta, que se levantará ante el Alcalde
del término en que radiquen los bienes o derechos expropiados, si bien la persona o entidad expro
piante y la expropiada podrán convenir otra forma y lugar del pago.
Artículo cuarenta y nueve.—El pago del precio estará exento de toda clase de gastos, de impuestos
y gravámenes o arbitrios del Estado, Provincia o Municipio, incluso el de pagos del Estado
Artículo cincuenta.-1. Cuando el propietario rehusare recibir el precio o cuando existiere cual
quier litigio o cuestión entre el interesado y la Administración, se consignará el justiprecio por la can
tidad que sea objeto de discordia, en la •Caja General de Depósitos, a disposición de la Autoridad o
Tribunal competente.
2. El expropiado tendrá derecho a que se le entregue, aunque exista litigio o recurso pendiente,
la indemnización hasta el límite en _ que exista conformidad entre aquél y la Administración, quedan
do en todo caso subordinada dicha entrega provisional al resultado del _litigio.
Artículo cincuenta y uno.—Hecho efectivo el justo..precio, o consignado .-en la forma prevista en
el artículo anterior, podrá ocuparse la. finca por vía administrativa o hacer ejercicio del derecho expi-o
- piado, siempre que no se hubiera hecho ya en virtud del procedimiento excepcional regulado
en el ar
tículo siguiente.
Artículo cincuenta y dos.—Excepcionalmente, y mediante acuerdo del Consejo de Ministros, podrá
declararse urgente la ocupación de los bienes afectados por la expropiación a que dé lugar la realiza
ción dé una obra o finalidad determinada. Esta declaración podrá hacerse en cualquier momento e im
plicará las siguientes consecuencias :
Primera.—Se entenderá cumplido el trámite de declaración de necesidad de la ocupación de los bie
nes que hayan de ser expropiados, según el i-zoyecto y replanteo aprobadoS y
los reformados poste
riormente, y dará derecho a su ocupación inmediata.
Segunda.—Se notificará a los interesados afectados, según ios artículos tercero y cuarto
de esta
Ley, el día y hora en que ha de levantarse el acta previa
a la ocupación. Eta notificación se llevará
a efecto con una antelación mínima de ocho días y mediante cédula.
Caso de que no conste- o no se
conozca el domicilio del interesado o interesados, se entregará la cédula al inquilino,
colono u ocu
pante del bien de que se trate, sin perjuicio de dar cumplimiento
a lo dispuesto en el artículo quinto
de esta Ley. Con la misma anticipación se publicarán edictos en los tablones oficiales, y,
en resumen,
en el Boletín Oficial del Estado y en el de la Proyincia, en un periódico
de la localidad y en dos dia
rios de la capital de la provincia, si los hubiere.
Tercera.—En el día y hora anunciados se constituirán !en la finca que
se trate de ocupar el repre
sentante de la Administración, acompañado de un Perito y del Alcalde o Concejal en que delegue, y
reunidos con los propietarios y demás interesados que concurran, levantarán
un acta, en la que des
cribirán el bien o derecho expropiable y se harán constar todas las manifestaciones y
datos que apor
ten unos y otros y que sean útiles para determinar
los derechos afectados, sus titulares, el valor de
aquéllos v los perjuicios determinantes dé la rápida ocupación.
Tratándose de terrenos cultivados se hará
constar e-1 estado y extensión de las cosechas, los nombres de los cultivadores y
el precio del arren
damiento o pactos de aparcería en su caso-. Si son fincas urbanas se reseñará
el nombre de los arren
datarios, el precio del alquiler y, en su caso, la industria que ejerzan.
LCIks interesados pueden hacerse
acompañar de sus peritos y un Notario.
Cuarta.—A la vista del acta previa a la ocupgción y de los documentos que
obren o se aporten en el
expediente, y dentro -del plazo que se fije
al efecto, la Administración formulará las hojas de depósito
previo. a la ocupación. El depósito equivaldrá
a la capitalización, al interés legal del líquido imponible
declarado con dos años de antelación, aumentando en un veinte
por ciento en el caso de púopiedades ami
llaradas. En la riqueza catastrada el importe del depósito habrá de ser equivalente
a la cantidad obte
nida capitalizando al interés legaí o líquido imponible o la renta líquida, según
se trate de fincas urba
nas o rústicas, respectivamente. En los casos de que la finca ,e'n cuestión
no se expropie más que parcial
mente, se prorrateará el valor señalado por esta misma Regla. Si el bien
no tuviera asignada riqueza
